
CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS No.CO1.PCCNTR.7513590

OBJETO

Contrato de prestación de servicios profesionales temporal por parte del contratista como abogado y de conformidad a la 
experiencia e idoneidad requeridas por la Personería Distrital de Cartagena para actividades misionales y/o administrativas 
requeridas por el área de Personería Delegada para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos y Víctimas del Conflicto 
Armado - Salud Pública o la delegada, oficina o dependencia a la que sea asignado para apoyo.

VALOR DEL CONTRATO $ 18900000

PLAZO DE EJECUCION 7 MESES

FECHA FIRMA 
CONTRATO

18 de Febrero del 2025

FECHA INICIO CONTRATO 18 de Febrero del 2025

DOCUMENTO DE 
IDENTIFICACION:

73092636

NOMBRE DEL 
CONTRATISTA:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ

VALOR PAGO PARCIAL: 2700000

PERIODO DE 
ACTIVIDADES:

Del 18 de Julio al 17 de Agosto del 2025

ACTIVIDADES REALIZADAS

No. Radicado Fecha Nombre de la Actividad Asunto Descripcion

1 25072373092636141563
2025-
07-23

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA ACCION DE TUTELA CONTRA LA NUEVA 
EPS POR NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS

2 25072373092636141570
2025-
07-23

MENSAJE DE WHASTAPP
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA 
REQUERIMIENTO A LA EPS COOSALUD POR NO 
ENTREGA DE MEDICAMENTOS

3 25072373092636141573
2025-
07-23

ASESORIA JURIDICA OTROS MOTIVOS
SE BRINDO ASESORIA SOBRE PRESENTACION DE 
ACCION DE TUTELA PARA SUMNISTRO DE 
TRANSPORTE LA PERSONA NO TRAJO DOCUMENTOS

4 25072373092636141574
2025-
07-23

ASESORIA JURIDICA

DEMORA EN 
PROGRAMACION DE 
PROCEDIMIENTOS 
MEDICOS

SE BRINDA ASESORIA SOBRE TUTELA PARA QUE SE 
ORDENEN PROCEDIMIENTOS

5 25072373092636141586
2025-
07-23

ELABORACION DE 
DERECHOS DE PETICION

NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA DERECHO DE PETICION CONTRA EPS 
MUTUAL SER

6 25072373092636141602
2025-
07-23

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA ACCION DE TUTELA CONTRA NUEVA EPS

7 25072373092636141607
2025-
07-23

ASESORIA JURIDICA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE BRINDA ASESORIA A LA USUARIA SOBRE ACCION 
DE TUTELA POR NO ENTREGA DE UN MEDICAMENTO

8 25072373092636141642
2025-
07-23

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA ACCION DE TUTELA CONTRA LA NUEVA EPS

9 25072373092636141656
2025-
07-23

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA TUTELA CONTRA LA EPS COOSALUD POR 
NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS

10 25072373092636141682
2025-
07-23

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA ACCION DE TUTELA CONTRA EPS SALUD 
TOTAL

11 25072373092636141699
2025-
07-23

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
INSUMOS

SE REALIZO TUTELA CONTRA EPS MUTUAL SER POR 
NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS E INSUMOS PAÑOS 
DESACHABLES

12 25072873092636142243
2025-
07-28

ASESORIA JURIDICA AFILIACION A EPS
SE BRINDA ASESORIA A L USURIA PARA ACCION DE 
TUTELA

13 25072873092636142244
2025-
07-28

ASESORIA JURIDICA AFILIACION A EPS
SE BRINDA ASESORIA SOBRE CAMBIO DE 
PORTABILIDAD

14 25072873092636142245
2025-
07-28

MENSAJE DE WHASTAPP
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE ENVIA REQUERIMIENTO A LA EPS COOSALUD POR 
NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS

15 25072873092636142256
2025-
07-28

ASESORIA JURIDICA AFILIACION A EPS SE BRINDA ASESORIA JURIDICA LA USURIA



16 25072873092636142292
2025-
07-28

ASESORIA JURIDICA AFILIACION A EPS
SE ENVIA REQUERIMIENTO A COOSALUD 
MEDICAMENTO POR NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS

17 25072873092636142294
2025-
07-28

MENSAJE DE WHASTAPP
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE ENVIA REQUERIMIOENTO A MEDICAMENTOS 
COOSALUD POR NO ENTREGA DE MEDICAMENTO

18 25072873092636142310
2025-
07-28

CONSTANCIAS DE ENVIO 
POR CORREO

NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE ENVIA CORREO AL JUZGADO PRIMERO CIVIL 
MUNICIPAL PARA UNA CORRECCION DE SENTENCIA

19 25072873092636142403
2025-
07-28

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REVISA AUTO QUE QUE INADMITE TUTELA 
EMANADO DEL JUZGADO DECIMO PENAL

20 25072873092636142404
2025-
07-28

INCIDENTE DE DESACATO AFILIACION A EPS
SE REALIZA INCIDENTE DE DESACATO CONTRA EPS 
SALUD TOTAL

21 25072873092636142438
2025-
07-28

ACCION DE TUTELA OTROS MOTIVOS
SE REALIZA ACCION DE TUTELA CONTRA MUTUAL SER 
POR NEGACION DE ENFERMERA EN CASA

22 25072873092636142446
2025-
07-28

MENSAJE DE WHASTAPP
DEMORA EN 
ASIGNACION DE CITAS 
MEDICAS

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA 
REQUERIMIENTO A EPS SURA POR DEMORO EN CITAS 
MEDICAS

23 25073073092636142811
2025-
07-30

LLAMADA TELEFONICA
DEMORA EN 
ASIGNACION DE CITAS 
MEDICAS

SE REALIZA LLAMADA AL ABONADO TELEFONICO 
3165120405 LA PERSONA QUE CONTESTA LA LLAMADA 
MANIFIESTA QUE YA LE DIERON LOS EXAMENES DE 
LABORATORIO QUE LA CITA SE LA DAN EL DIA VIERNES 
1 DE JULIO. SE LE HIZO LA SALVEDAD QUE EN EL 
EVENTO QUE NO SE LA DIERAN SE ACERCARA EL DIA 
LUNES A LA PERSONERIA PARA REALIZAR UNA ACCION 
DE TUTELA

24 25073173092636142948
2025-
07-31

ACCION DE TUTELA
DEMORA EN 
ASIGNACION DE CITAS 
MEDICAS

SE REALIZA ACCION DE TRUTELA CONTRA LA EPS 
COOSALUD POR DEMORA EN CITAS MEDICAS

25 25080473092636143364
2025-
08-04

MENSAJE DE WHASTAPP
DEMORA EN 
ASIGNACION DE CITAS 
MEDICAS

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA 
REQUERIMIENTO A LA EPS COOSALUD POR NO 
ENTREGA DE MEDICAMENTOS Y DEMOIRA EN CITA 
MEDICA

26 25080473092636143375
2025-
08-04

MENSAJE DE WHASTAPP
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA 
REQUERIMIENTO A LA EPS SALUD TOTAL POR NO 
ENTREGA DE MEDICAMENTO

27 25080473092636143377
2025-
08-04

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA ACCION DE TUTELA CONTRTA LA EPS 
SURA POIR DEMORA EN CITAS MEDICA

28 25080473092636143396
2025-
08-04

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
INSUMOS

SE REALIZA ACCION DE TUTELA CONTRA EPS MUTUAL 
SR POPR NO MENTREGA DE INSUMOS

29 25080473092636143402
2025-
08-04

ELABORACION DE 
DERECHOS DE PETICION

OTROS MOTIVOS ERECHO DE PETICION CONTRA EPS MUTUAL SER

30 25080473092636143430
2025-
08-04

ELABORACION DE 
DERECHOS DE PETICION

TRANSPORTES Y 
VIATICOS PARA 
TERAPIAS DE 
REHABILITACION

SE REALIZA DERECHO DE PETICION

31 25080473092636143460
2025-
08-04

INCIDENTE DE DESACATO
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA INCIDENTE DE DESACATO COPNTRA LA 
NUEVA EPS

32 25080473092636143471
2025-
08-04

ASESORIA JURIDICA

DEMORA EN 
PROGRAMACION DE 
PROCEDIMIENTOS 
MEDICOS

SE BRINDA ASEOSRIA SOBRE ACCION DE TUTELA PARA 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD

33 25080473092636143513
2025-
08-04

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
INSUMOS

SE REALIZA ACCIO DE TUTELA CONTRA EPS MUTUAL 
SER

34 25080473092636143523
2025-
08-04

ELABORACION DE 
DERECHOS DE PETICION

NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA DERECHO DE PETICION CONTRA LA NUEVA 
EPS

35 25081173092636144337
2025-
08-11

ASESORIA JURIDICA OTROS MOTIVOS
SE BRINDA ASESORIA JURIDICA SOBREV TERMINOS 
PARA DAR RESPUESTAS A DERECHO PETICION

36 25081173092636144341
2025-
08-11

ASESORIA JURIDICA OTROS MOTIVOS
SE BRINDA ASESORIA SOBRE TERMINOS PARA DAR 
RESPUESTA A DERECHO DE PETICION

37 25081173092636144342
2025-
08-11

ASESORIA JURIDICA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SAED BRINDA ASESORIA A LA USUARIA SOBRE FALLO 
DE TUTELA

38 25081173092636144363
2025-
08-11

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA ACCION DE TUTELA COINTRA EPS 
COOSALUD

39 25081173092636144521
2025-
08-11

ACOMPAÑAMIENTOS Y/O 
INTERVENCIONES AL 
CIUDADANO

NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA SOLICITUD DE CORRECCION DE FALLO DE 
TUTELA

40 25081173092636144564
2025-
08-11

RECURSO DE 
REPOSICION Y EN 
SUBSIDIO DE APELACION

TRANSPORTES Y 
VIATICOS PARA 
TERAPIAS DE 
REHABILITACION

SE INTERPUSO IMPUGNACION CONTRA FALLO DE 
TUTELA

41 25081173092636144582
2025-
08-11

ACCION DE TUTELA
DEMORA EN 
ASIGNACION DE CITAS 
MEDICAS

SE REALIZA ACCION DE TUTELA CONTRA LA NUEVA EPS



42 25081173092636144593
2025-
08-11

MENSAJE DE WHASTAPP
DEMORA EN 
ASIGNACION DE CITAS 
MEDICAS

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA 
REQUERIMIENTO A LA NUEVA EPS , POR DEMORAS EN 
PROGRAMACION DE CITAS CON ESPOECILAISTA POR 
PRIMERA VEZ

43 25081173092636144610
2025-
08-11

ELABORACION DE 
DERECHOS DE PETICION

TRANSPORTES Y 
VIATICOS PARA 
TERAPIAS DE 
REHABILITACION

SE ELABORO DERECHO DE PETICION PARA SURA

44 25081173092636144630
2025-
08-11

ACCION DE TUTELA
NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

SE REALIZA ACCION DE TUTELA CONTRA MUTUAL SER

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
73092636



Cartagena de Indias, 14 de Agosto del 2025

CERTIFICADO DE REVISION DE CUENTAS DE COBRO

Luego de la revisión en la cuenta de cobro para el(a) contratista JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
, identificado(a) con cedula de ciudadania No. 73092636, con el contrato de servicios No. 
CO1.PCCNTR.7513590 en su cuota No. 6 encontramos:

1. La documentación anexada se encuentra dentro de los lineamientos jurídicos y legales que se 
exigen para su pago.

2. El pago de su seguridad social fue verificado en la plataforma de liquidación.

3. El pago de la seguridad social está bajo las condiciones de ley; el IBC es igual o superior al 40% 
de la cuota del contrato.

4. Se evidencia y verifica el pago a los aportes parafiscales de salud, pension y ARL.

5. Se verifica que el periodo de pago de la seguridad social es el correcto y coincide con el periodo 
de las actividades.

6. Se verifica que la cuenta ya cumplió con su periodo de actividades.

CONCLUSION: LA CUENTA DE COBRO SE ENCUENTRA EN ESTADO VIABILIZADO PARA LA 
SUPERVISION DE ACTIVIDADES.

Revisó,

LUIS EDUARDO PALOMARES AMADOR
73138667



INFORME DE CONTROL TÉCNICO, ADMINISTRATIVO, FINANCIERO, CONTABLE, Y JURÍDICO SOBRE EL 
CUMPLIMIENTO DEL OBJETO DEL CONTRATO.

1. INFORMACIÓN ADMINISTRATIVA, TÉCNICA Y JURÍDICA DEL CONTRATO No. CO1.PCCNTR.7513590
1.1 Lugar y fecha de suscripción: Cartagena de Indias, 18 de Febrero del 2025

1.2 Tipo de Contrato: Prestación de servicios

1.3 Contratista:
Nombre: JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
CC/NIT: 73092636

1.4 Contratante:
PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA
NIT: 806000084-2

1.5 Supervisor: Nombre: HAROLDO ANTONIO RAMÍREZ LADRÓN DE GUEVARA

1.6 Objeto:

Contrato de prestación de servicios profesionales temporal por parte del contratista 
como abogado y de conformidad a la experiencia e idoneidad requeridas por la 
Personería Distrital de Cartagena para actividades misionales y/o administrativas 
requeridas por el área de Personería Delegada para la Promoción y Protección de los 
Derechos Humanos y Víctimas del Conflicto Armado - Salud Pública o la delegada, 
oficina o dependencia a la que sea asignado para apoyo.

1.7 Plazo: 7 MESES

1.8 Plazo Otro Si:

1.9 Polizas:

1.10 Fecha de Inicio: 18 de Febrero del 2025

2. INFORMACIÓN FINANCIERA Y CONTABLE DEL CONTRATO No. CO1.PCCNTR.7513590
2.1 CDP No: 0014

2.2 CDP OTROS SI No:

2.3 CRP No: 0113

2.4 CRP OTRO SI No:

2.5 Valor del contrato: $ 18900000

2.6 Valor del Otro SI: $

2.7 Valor parcial: $ 2700000

3. CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO No. CO1.PCCNTR.7513590

El suscrito Supervisor, por medio del presente informe certifica que ha revisado a través del sistema SIAP y/o 
SECOP II el informe de actividades presentado por el contratista y los soportes de estas, para acreditar el 
cumplimiento del objeto contractual durante el periodo de ejecución comprendido entre Del 18 de Julio al 17 de 
Agosto del 2025 y que dicho informe de actividades satisface el cumplimiento las obligaciones contraídas en el 
Contrato, por lo que se reciben a satisfacción. Así mismo se informa, que el Contratista anexó a través del sistema 
SIAP y/o SECOP II su factura o cuenta de cobro con la documentación exigida para el trámite de pago, la cual fue 
objeto de verificación por la Dirección Administrativa de la Personería de Cartagena, respecto a la información 
financiera, periodos de pago y de seguridad social del contratista.

Conforme con lo anterior, se expide el presente informe para el pago de los servicios prestados, el 
15 de Agosto del 2025.

HAROLDO ANTONIO RAMÍREZ LADRÓN DE GUEVARA
1047451015



CUENTA DE COBRO REGIMEN SIMPLIFICADO

Documento Equivalente a Factura, (Art.3 Dec.522 de 2003)

Ciudad y Fecha: Cartagena de Indias, 14 de Agosto de 2025 Cuenta Cobro No. 6

PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA
NIT. 806.000084-2

DEBE A:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
IDENTIFICACIÓN No. 73092636

LA SUMA DE:
$2,700,000

Dos Millones Setecientos Mil pesos 00 M/CTE

POR CONCEPTO DE:

Contrato de prestación de servicios profesionales temporal por parte del contratista como abogado y 
de conformidad a la experiencia e idoneidad requeridas por la Personería Distrital de Cartagena para 
actividades misionales y/o administrativas requeridas por el área de Personería Delegada para la 
Promoción y Protección de los Derechos Humanos y Víctimas del Conflicto Armado - Salud Pública o 
la delegada, oficina o dependencia a la que sea asignado para apoyo. .

Desembolso No. 6 Periodo reportado: Del 18 de Julio al 17 de Agosto del 2025

Entidad Bancaria: BANCO DAVIVIENDA SA Tipo de Cuenta: AHORRO

Cuenta Bancaria No. 0570055970018416 Títular de la Cuenta: 
JAVIT ALFONSO ALVAREZ 

PEREZ

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
73092636



Resumen General de Pago

LIQUIDACION DETALLADA DE APORTES

EMPLEADO PENSION SALUD CCF RIESGOS PARAFISCALES
No. Identificación Nombres Codigo Días IBC Aporte Codigo Días IBC Aporte Codigo Días IBC Aporte Codigo Días IBC Aporte Días IBC Aporte

Sucursal: PRINCIPAL (1 Afiliados) $0 $0 $2,040,000 $255,000 $0 $0 $2,040,000 $10,700 $0 $0

Centro de Trabajo: PRINCIPAL ( 1 Afiliados) $0 $0 $2,040,000 $255,000 $0 $0 $2,040,000 $10,700 $0 $0

Ciudad: CARTAGENA Depto: BOLIVAR ( 1 Afiliados) $0 $0 $2,040,000 $255,000 $0 $0 $2,040,000 $10,700 $0 $0

1 CC 73092636 ALVAREZ JAVIT 0 $0 $0 EPS048 30 $2,040,000 $255,000 0 $0 $0 14-23 30 $2,040,000 $10,700 0 $0 $0

Total         Afiliados( 1) $0 $0 $2,040,000 $255,000 $0 $0 $2,040,000 $10,700 $0 $0

DATOS GENERALES DEL APORTANTE
Identificación dv Razon Social Clase Aportante Sucursal Principal Direccion Ciudad-Departamento Teléfono Exonerado SENA e 

ICBF

CC 73092636 ALVAREZ PEREZ JAVIT ALFONSO INDEPENDIENTE PRINCIPAL KR 17 # 18-19 BRR 07 DE 
AGOSTO

CARTAGENA-BOLIVAR 6584599 No

DATOS GENERALES DE LA LIQUIDACION
Periodo Clave Tipo Fecha Pago

Pensión Salud Pago Planilla Planilla Limite Pago Banco Dias Mora Valor

2025-06 2025-06 1645730523 9486509952 I 2025/07/09 2025/07/22 BANCO DAVIVIENDA 13 $267,900
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Resumen General de Pago

DATOS GENERALES DEL APORTANTE
Identificación dv Razon Social Clase Aportante Sucursal Principal Direccion Ciudad-Departamento Teléfono Exonerado SENA e 

ICBF

CC 73092636 ALVAREZ PEREZ JAVIT ALFONSO INDEPENDIENTE PRINCIPAL KR 17 # 18-19 BRR 07 DE 
AGOSTO

CARTAGENA-BOLIVAR 6584599 No

DATOS GENERALES DE LA LIQUIDACION
Periodo Clave Tipo Fecha Pago

Pensión Salud Pago Planilla Planilla Limite Pago Banco Dias Mora Valor

2025-06 2025-06 1645730523 9486509952 I 2025/07/09 2025/07/22 BANCO DAVIVIENDA 13 $267,900

RESUMEN DE PAGO
RIESGO CODIGO NIT DV AFILIADOS VALOR LIQUIDADO INTERESES MORA SALDOS E 

INCAPACIDADES
VALOR A PAGAR

ARL (ADMINISTRADORAS: 1) 1 $10,700 $100 $0 $10,800

     POSITIVA COMPAÑIA DE SEGUROS 14-23 860,011,153 6 1 $10,700 $100 $0 $10,800

EPS (ADMINISTRADORAS: 1) 1 $255,000 $2,100 $0 $257,100

     EPS MUTUAL SER EPS048 806,008,394 7 1 $255,000 $2,100 $0 $257,100

TOTAL 1 $265,700 $2,200 $0 $267,900
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DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072873092636142243
Fecha 2025-07-28
Cedula Persona Atendida: 32936877
Nombre Persona Atendida: KATIANI CABARCAS GARCIA
Asunto: AFILIACION A EPS
Motivo: QUEJA CONTRA SALUD TOTAL EPS
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE BRINDA ASESORIA A L USURIA PARA ACCION DE TUTELA

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



Cartagena 23 de julio del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante: DORALBA DE LAS MERCEDEZ   CARDENAS EALO  
Accionado;  COOSALUD EPS    
 

DORALBA DE LAS MERCEDEZ CORENA EALO , mayor de edad, vecina y residente en 

esta ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 

manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho,  actuando en mi propio 

nombre y representación con el fin de instaurar ACCIÓN DE TUTELA CONTRA LA 

EMPRESA PROMOTORA DE SALUD COOSALUD EPS y LA FARMACIA GHG GLOBAL 

HEALTGROUPS S.A.S, su representante legal, o quien haga sus veces al momento de 

recibir la notificación. Por flagrante violación a sus derechos fundamentales como 

son la VIDA en conexidad con LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, 

INTEGRIDAD FISICA, entre otros, con fundamento en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

PRIMERO: me encuentro afiliada en salud a COOSALUD EPS, por lo que le 

corresponde a esta entidad la prestación de los servicios médicos, la autorización 

y suministro de todo procedimiento médico, medicamentos, exámenes e insumos 

que le sean ordenados por los médicos tratantes. 

SEGUNDO soy una paciente 67 años diagnosticada con hipotiroidismo y otras 

afecciones que perturban mi salud y debido al diagnóstico mi médico tratante 

ordeno el medicamento  GLOBETASOL 0.5% CREMA TOP TUB X 30G, ACETRATO DE 

ALUMINIO 0.118% LOCION  FCOX 120MIL, KETOCONAZOL 2% CHAMPU FCO X 1000 

ML , los cuales en la farmacia CAFAN no se lo quieren entregar y me dan un 

pendiente y dicen que no hay medicamentos y la  EPS COOSALUD, tampoco hace 

lo necesario para que la farmacia entregue el medicamento y mientras tanto con 

la edad que tiene mi madre su salud se deteriora cada más.  

  

 

 

 

 



TERCERO: Su señoría con la actitud asumida por la EPS COOSALUD, considero que 

se están violentando mi8s derechos fundamentales LA SALUD, LA 

SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un ordenamiento 

médico, por lo cual formulo la siguiente: 

PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 

SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 

SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada  COOSALUD  

Y FARMACIA GHG GLOBAL HEALTGROUPS S.A.S , que sin mayores dilaciones y de 

manera inmediata haga entrega de los medicamentos  GLOBETASOL 0.5% CREMA 

TOP TUB X 30G, ACETRATO DE ALUMINIO 0.118% LOCION  FCOX 120MIL, 

KETOCONAZOL 2% CHAMPU FCO X 1000 ML    tal y como lo ordeno el médico 

tratante y todas las veces que sea necesario sin que haya necesidad de presentar 

nueva acción de tutela    . 

TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos 

que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro 

de las recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una 

atención integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin 

que para ello sea necesario presentar nueva acción de tutela. 

DERECHOS VULNERADOS 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas ys subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas 

T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

 



 

 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 

inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda 

acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la 

vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad 

que es la esencia misma del derecho. 

Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 

protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente no 

admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del 

resto delos derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la 

vida misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se constituya 

un titular de derechos y obligaciones. 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de Solidaridad 

es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que la seguridad 

social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las personas 

afiliadas al sistema de seguridad social no pueden depender de las contingencias 

que resulten de los recursos financieros, económicos y administrativos de las 

Empresas encargadas del Sistema de seguridad social. 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La 

primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como 

segunda característica, esun derecho de carácter obligatorio en consecuencia el 

estado es responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública 

o particulares están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y 

eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado 

es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que 

permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se 

tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo 

las jurisprudencias de la Corte, se funda en el respeto a la dignidad 



Humana y tiene como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad de los 

principios y derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para resaltar).  

CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD CONFORME A 

LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO SEGUNDO DE LA 

LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 

499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

  



Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 

urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 

De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó 

definida en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover 

las barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, 

cuando ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se 

refuerza en relación con las personas que se encuentran en una condición de 

vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya referido. 

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 

financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 

barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto 

nivel de salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un 

obstáculo para la consecución de los servicios médicos que necesiten para 

mantener o recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 

personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de 

acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en 

condiciones de dignidad. 

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 

implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 

socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a 

los servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las 

posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de 

igualdad. 

De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 

condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar 

en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, 

en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al 

respecto. 

Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia 

Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del 

derecho a la salud de la población más vulnerable desde el punto de vista 

socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la incapacidad económica 

del paciente y de la de su familia. 

La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que 

atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 



1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 

cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 

2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 

negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal 

afirmación esfalsa o contraria a la realidad”. 

 

3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, 

de modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 

4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre 

este aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el 

sistema, con sujeción al principio de solidaridad. 

 

5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 

económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. 

Con su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación 

que tiene con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su 

aseveración ante el juez de tutela[140]. 

 

6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del 

actor, implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su 

caso para el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez 

constitucional el panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana 

respecto de la afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por 

cierta[141]. 

 

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para 

llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que 

le corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, 

en ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones 

del accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la 

protección de los derechos fundamentales”[143].” 

 

 

 



COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos 

y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado 

otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 

autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del 

D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 

normas concordantes. 

PRUEBAS 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se 

sirva tener como pruebas las siguientes: 

Documentales: 

✓ COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA   

✓ COPIA DE LA FORMULA MEDICA  

✓ COPIA DE LOS PENDIENTES 

 

NOTIFICACIONES 

Accionante: recibo notificaciones en el barrio las Palmeras transversal 79 G No 54-

77   Teléfono 3163188027 Correo electrónico oteroyanet34@gmail.com 

dhpersoneriacartagena@gmail.com 

 

Accionada: Barrio Pe de la Popa . 

Atentamente. 

 
 
 
YANETH OTERO MARTINEZ 
CC 33.156.022 de Cartagena 
  

mailto:oteroyanet34@gmail.com
mailto:dhpersoneriacartagena@gmail.com


























 
 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

 
 

 
 

 
 

 
 



 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

 
 

 
 



 
 

 

 

 
 

 

 
 

 
 

 
 

 
 



 
 

 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

 
 



 
 

 
 

 
 

 

 
 

 

 
 

 
 

 

 
 

 
 

 

 
 

 

 
 

  
  
  



 
 

 

 
 

 
 
 

 
 

 















DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072373092636141573
Fecha 2025-07-23
Cedula Persona Atendida: 45563545
Nombre Persona Atendida: CAROLINA DIAZ ATENCIO
Asunto: OTROS MOTIVOS
Motivo: QUEJA CONTRA SANITAS EPS
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE BRINDO ASESORIA SOBRE PRESENTACION DE ACCION DE TUTELA PARA SUMNISTRO 
DE TRANSPORTE LA PERSONA NO TRAJO DOCUMENTOS

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072873092636142244
Fecha 2025-07-28
Cedula Persona Atendida: 45446489
Nombre Persona Atendida: KETTY PATRICIA
Asunto: AFILIACION A EPS
Motivo: QUEJA CONTRA EPS FAMILIAR
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE BRINDA ASESORIA SOBRE CAMBIO DE PORTABILIDAD

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25081173092636144342
Fecha 2025-08-11
Cedula Persona Atendida: 33138213
Nombre Persona Atendida: SIMONA DEL SOCORRO ORTIZ ORTEGA
Asunto: NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS
Motivo: QUEJA CONTRA LA NUEVA EPS
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SAED BRINDA ASESORIA A LA USUARIA SOBRE FALLO DE TUTELA

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072873092636142256
Fecha 2025-07-28
Cedula Persona Atendida: 32936877
Nombre Persona Atendida: KATIANI CABARCAS GARCIA
Asunto: AFILIACION A EPS
Motivo: QUEJA CONTRA SALUD TOTAL EPS
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE BRINDA ASESORIA JURIDICA LA USURIA

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072373092636141607
Fecha 2025-07-23
Cedula Persona Atendida: 30759097
Nombre Persona Atendida: LIDA BOSSIO BARRAZA
Asunto: NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS
Motivo: QUEJA NUEVA EPS
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE BRINDA ASESORIA A LA USUARIA SOBRE ACCION DE TUTELA POR NO ENTREGA DE UN 
MEDICAMENTO

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25081173092636144341
Fecha 2025-08-11
Cedula Persona Atendida: 45424555
Nombre Persona Atendida: MARIA DE JESUS CUELLAR
Asunto: OTROS MOTIVOS
Motivo: QUEJA CONTRA LA NUEVA EPS
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE BRINDA ASESORIA SOBRE TERMINOS PARA DAR RESPUESTA A DERECHO DE PETICION

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



Cartagena de Indias, D.T. y C., 23 de Julio de 2025 

Señores 

EPS MUTUAL SER  

La ciudad. 

 

Ref.: Derecho de peticion 

 

ELIZABETH ARNEDO ALCIRIA , mayor de edad, vecina y residente en esta ciudad, 

identificado con cedula de ciudadania N0 1047 426 5307 expedida en la ciudad de 

Cartagena Bolivar, de la manera mas atenta y respetuosa me dirijo a usted, mediante 

el presente escrito actuando en mi propio nombre y representacion, con fundamento en 

lo establñecido en el articulo 23 de la constitucion politica de colombia, para presentar 

el siguiente derecho de peticion:      

HECHOS: 

1. Soy una paciente 34 años, diagnosticada con obecidad tipo 1, por lo cual la internista 

me ordeno tomar el medicamento ORLI STAR, el cual sirve para quemar las grasas del 

cuerpo y bajar de peso.   

2.  . Para  mes de marzo La internista me remitio  para junta médica para hacer un 

cambio de medicamento, me dijo que me iban a llamar  y hasta la fecha no me han 

llamado  ni me dan respuesta  y tengo cita con la internista en octubre nuevamente y 

no hay respuesta.  .  

PRETENSIONES: 

Con fundamento en los hechos narrados anteriomente le solicito muy respetuosamente 

se sirva informar que respuesta se ha dado por parte de la junta medica  en relacion al 

cambio del medicamento, esto teniendo en cuenta que mi tratamiento se ha estancado  

y voy en reteroceso, lo que esta deteriiorando mi salud, porque la obecidad aumenta cada 

dia mas.     

ANEXOS: 

 historia clinica. 

 

NOTIFICACION 

 

Las recibire en barrio  Nelson Mandela Sector los pinos Manzana 3 Lote 38 Telefono 

3022787415 Correo electronico earnedo58@gmail.com   

  

Atentamente, 

 

 

 

  

ELIZABETH ARNEDO ALCIRIA  
CC N0 1047 426 5307 de Cartagena Bolivar 

mailto:earnedo58@gmail.com


Cartagena de Indias, D.T. y C. 4 de julio del 2025. 

 

Señores 

NUEVA EPS 

Cartagena. 

 

Ref: Derecho de Petición 

 

AMIRA TORRES DIAZ, mayor de edad, vecina y residente en esta ciudad, 

identificada con cedula de ciudadanía No 32.907.471 expedida en la 

ciudad de Cartagena, mediante el presente escrito me dirijo a usted, con 

fundamento en lo señalado en el artículo 23 de la constitución nacional de 

Colombia y de más normas concordantes, para presentar el siguiente 

DERECHO DE PETICION, con fundamento en los siguientes – 

 

HECHOS: 

 

PRIMERO: Soy mujer de 40 años, Diagnosticada con : TRASTORNO DE LA 

ARTICULACION TEMPOROMAXILAR . por lo cual mi médico tratante la DRA 

AMALA CASTILLO PARDO – CIRUGIA MAXILOFACIAL me ordeno ; 

INYECCIÓN DE MATERIAL MIORRELAJANTE ( TOXINA BOTULÍNICA) TOXINA 

BOTULÍNICA 200 UI EN MUSCULO TEMPORAL Y MASETERO BILATERAL, 

CANTIDAD 4. 

 

SEGUNDO: Así mismo el día 13 de febrero de la presente anualidad, la Clínica 

de Ortodoncia y Estética Dental, solicito PLACA NEURO RELAJANTE COD CEPS 

367009, y hasta la fecha no ha sido autorizado por   la NUEVA EPS.  

 

PETICION: 

 

Con fundamento en los hechos anteriormente narrados le solicito se sirva 

entregar de manera inmediata e imperativa : inyección de material 

miorrelajante (toxina botulínica) toxina botulínica 200 UI en musculo 

temporal y masetero bilateral, cantidad 4. 

 

NOTIFICACION 

 

Recibo notificaciones en el barrio villas de Aranjuez, Manzana 1 b. lote 41 

teléfono 3205982949 Correo: atorres0721@hotmail.com 

 

Muchas gracias por su colaboración Atentamente, 

 

 

 

 

 

AMIRA TORRES DIAZ 

C.C No 32.907.471 de Cartagena 



Cartagena 11 de agosto 2025 

 

 

Señores: 

EPS SURA . 

E. S. D 

 

ASUNTO: DERECHO DE PETICION 

LAURA ESTHER MEJIA MARTINEZ , identificado con cédula de ciudadanía No. 

1.047.455184 de Cartagena , con todo respeto, me dirijo a usted, a fin de 

requerir acompañamiento en la salvaguarda de la continuidad de mi 

tratamiento haciendo uso del artículo 23 de la constitución nacional y el Art. 

5 y SS del C.C.A, para presentar la siguiente petición basada en los 

siguientes: 

HECHOS 

 

1.  Mi hijo BASTIAN DAVID MAZA MEJIA, de 10 años diagnosticado con 

autismo, por lo cual el medico tratante le ordeno terapías integrales 

de fonoaudiologías, Terapia ocupacional, terapia Psicológica y 

terapia física, las cuales se debe realizar tres veces por semana en la 

IPS NEUROAVANCES,  ubicada en el barrio Pie de la Popa lo cual me 

esta generando mucho gasto en transporte  por la lejanía ya que yo 

resido en el 20 Julio  vía Mamonal y a no tengo suficiente recursos 

económico para pagar transportes, por lo cual solicito lo siguiente:.         

SOLICITUD ESPECIAL 

1) Se ordene el suministro del transporte para mi hijo BASTIAN DAVID 

MAZA MEJIA con acompañante, desde mi lugar de residencia hasta 

la IPS NEUROAVANCE, teniendo en cuenta la distancia que hay de 

donde yo vivo hasta a el barrio pie de la popa donde queda la IPS 

neuro avance       

EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN 

El Derecho Fundamental de Petición tiene origen constitucional, 

específicamente en el artículo 23 que lo define como aquel que tiene toda 

persona “a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos 

de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador 

podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales”. 



Actualmente, la Ley 1755 de 2015 y el Decreto 1166 de 2016 contienen la 

reglamentación de este derecho fundamental, disponiendo todo lo 

relacionado con su objeto, modalidades, términos para resolver, su 

presentación, el contenido de las peticiones, el desistimiento tácito o 

expreso, las peticiones oscuras, irrespetuosas o reiterativas, la competencia 

para resolverlas, el procedimiento otras. 

NOTIFICACIONES 

El Suscrita recibirá Notificaciones en la ciudad de Cartagena de Indias, 

barrio 20 de julio carrera 58 Calle 7 B   Cel. 3145724227, correo electrónico: 

laumm0531@gmail   

Agradeciendo la atención prestada y en espera de una positiva respuesta 

Ajustada al Termino de la contestación del Derecho de Petición 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

LAURA ESTHER MEJIA MARTINEZ  

C.C. No. 1.047.455.184 de Cartagena  



Cartagena de indias, D. T y C, 4 de agosto de 2025 

 
Señores: 
BIENESTAR IPS Y EPS MUTUAL SER 
E.     S.    D 

 
 
ASUNTO: DERECHO DE PETICION  
 

Cordial saludo,  
 
YESENIA CUADRO BERRIO, Identificada con la Cedula de Ciudadanía Nro. 1.128.045.842 de Cartagena, de la 
manera más atenta y respetuosa me dirijo a usted, en mi calidad de hija de la señora ROSA DEL RIO TORRES, 

quien se identifica con la cedula de ciudadanía No 30.881.071 Gerente y/o quien haga sus veces al momento de 
la presentación del presente Escrito, DERECHO DE PETICION, Amparado en el Art 23 de Nuestra Constitución 
Política Colombiana, y el Art. 5 y SS del C.C.A, para manifestarles lo siguiente: 

                                           
                                                                          HECHOS 
 

1. Mi madre es una paciente de 58 años, que gozo de especial protección por parte del estado,  afiliada a la 

prestadora de salud,  EPS Mutual Ser , y es esta entidad  encargada de Brindarle los servicios médicos 
de manera integral e ininterrumpida a sus pacientes, como lo son: MEDICAMENTOS E INSUMOS - 
PROCEDIMEINTOS MEDICOS – CIRUGIAS – VIATICOS – TRANSPORTES INTERNOS – TRANSPORTES 
FUERA DE LA CUIDAD – ALOJAMIENTO – CITAS MEDICAS – VALORACIONES CON ESPECIALISTAS 

– MEDICINAS DOMICILIARIAS EN CASA – VALORACIONES DOMICILIARIAS EN CASA, 
MEDICAMENTOS E INSUMOS – ENFERMERA EN CASA – AUXILIARES DE ENFERMERIA – CAMA 
HOSPITALARIA – COLCHON ANTI ESCARAS - PAÑALES – PAÑITOS HUMEDOS – ENTRE OTRAS. 
 

2. Mi madre en la actualidad se encuentra recluida en ese hostal, BIENESTAR IPS Y EPS MUTUAL SER 
desde el día 1 de agosto de la presente anualidad con el objeto de recibir atención personalizada. 

   
                                                                    SOLICITUD ESPECIAL  

 
En virtud lo anterior le solicito se ordene el traslado de mi señora madre hacia su casa, ubicada en el corregimiento 
de Tierra Baja manzana 30 lote 1 Calle la Gallera con acompañamiento de una enfermera para colocación de los 
medicamentos.     

 
EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN 

 
El Derecho Fundamental de Petición tiene origen constitucional, específicamente en el artículo 23 que lo define 

como aquel que tiene toda persona “a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 
general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones 
privadas para garantizar los derechos fundamentales”.  
 

Actualmente, la Ley 1755 de 2015 y el Decreto 1166 de 2016 contienen la reglamentación de este derecho 

fundamental, disponiendo todo lo relacionado con su objeto, modalidades, términos para resolver, su 

presentación, el contenido de las peticiones, el desistimiento tácito o expreso, las peticiones oscuras, irrespetuosas 

o reiterativas, la competencia para resolverlas, el procedimiento cuando se trata de información reservada, y el 

tratamiento frente a las peticiones verbales, entre otras. 

 

NOTIFICACIONES 
 

recibo Notificaciones en corregimiento de Tierra Baja manzana 30 lote 1 Calle la Gallera Cel.  3018944417 -
3136401619 correo electrónico narlisberrio15@hotmail.com. 

 
  
  

 

Atentamente,   
 
  
 

 
YESENIA CUADRO BERRIO 

C.C Nro. 1.128.045.842 de Cartagena  

mailto:narlisberrio15@hotmail.com


Cartagena 11 de agosto 2025 

 

 

Señores: 

EPS SURA . 

E. S. D 

 

ASUNTO: DERECHO DE PETICION 

LAURA ESTHER MEJIA MARTINEZ , identificado con cédula de ciudadanía No. 

1.047.455184 de Cartagena , con todo respeto, me dirijo a usted, a fin de 

requerir acompañamiento en la salvaguarda de la continuidad de mi 

tratamiento haciendo uso del artículo 23 de la constitución nacional y el Art. 

5 y SS del C.C.A, para presentar la siguiente petición basada en los 

siguientes: 

HECHOS 

 

1.  Mi hijo BASTIAN DAVID MAZA MEJIA, de 10 años diagnosticado con 

autismo, por lo cual el medico tratante le ordeno terapías integrales 

de fonoaudiologías, Terapia ocupacional, terapia Psicológica y 

terapia física, las cuales se debe realizar tres veces por semana en la 

IPS NEUROAVANCES,  ubicada en el barrio Pie de la Popa lo cual me 

esta generando mucho gasto en transporte  por la lejanía ya que yo 

resido en el 20 Julio  vía Mamonal y a no tengo suficiente recursos 

económico para pagar transportes, por lo cual solicito lo siguiente:.         

SOLICITUD ESPECIAL 

1) Se ordene el suministro del transporte para mi hijo BASTIAN DAVID 

MAZA MEJIA con acompañante, desde mi lugar de residencia hasta 

la IPS NEUROAVANCE, teniendo en cuenta la distancia que hay de 

donde yo vivo hasta a el barrio pie de la popa donde queda la IPS 

neuro avance       

EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN 

El Derecho Fundamental de Petición tiene origen constitucional, 

específicamente en el artículo 23 que lo define como aquel que tiene toda 

persona “a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos 

de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador 

podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales”. 



Actualmente, la Ley 1755 de 2015 y el Decreto 1166 de 2016 contienen la 

reglamentación de este derecho fundamental, disponiendo todo lo 

relacionado con su objeto, modalidades, términos para resolver, su 

presentación, el contenido de las peticiones, el desistimiento tácito o 

expreso, las peticiones oscuras, irrespetuosas o reiterativas, la competencia 

para resolverlas, el procedimiento otras. 

NOTIFICACIONES 

El Suscrita recibirá Notificaciones en la ciudad de Cartagena de Indias, 

barrio 20 de julio carrera 58 Calle 7 B   Cel. 3145724227, correo electrónico: 

laumm0531@gmail   

Agradeciendo la atención prestada y en espera de una positiva respuesta 

Ajustada al Termino de la contestación del Derecho de Petición 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

LAURA ESTHER MEJIA MARTINEZ  

C.C. No. 1.047.455.184 de Cartagena  



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072873092636142446
Fecha 2025-07-28
Cedula Persona Atendida: 50876415
Nombre Persona Atendida: ENITH SUAREZ MENDOZA
Asunto: DEMORA EN ASIGNACION DE CITAS MEDICAS
Motivo: ASESORIA DESPLAZADA
Servicio realizado: MENSAJE DE WHASTAPP

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA REQUERIMIENTO A EPS SURA POR DEMORO 
EN CITAS MEDICAS

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



Cartagena 11 de agosto del 2025 

 

 

Señor  

JUEZ SEGUNDO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIONES DE 

CONTROL DE GARANTIAS DE CARTAGENA DE INDIAS 

 E.        S.         D.   

 

Ref.: Acción de tutela 

ACCIONANTE: LINA MARCELA JULIO SIMANCAS   

ENTIDAD TUTELADA: SALUD TOTAL EPS 

RADICADO: 13-001-40-71-002-2025-00307-00  

N.I. 00307-2025 

 

LINA MARCELA JULIO SIMANCAS, mayor de edad, vecina y residente en esta 

ciudad, identificada con cedula de ciudadanía No.1.017.210.700 de 

Cartagena,  de la manera más atenta y respetuosa me dirijo a usted, 

mediante el presente escrito actuando en calidad de agente oficioso  de 

mi menor hijo MIGUEL ANGEL ALVAREZ JULIO, identificado con Tarjeta de 

Identidad número 1.013.364.813, con el fin, estando dentro del término legal, 

para interponer recurso de apelación contra el fallo de tutela de fecha 06 

de agosto del 2025, aclarando que por error se coloco en el fallo fecha de 

06 de julio del 2025, mediante el cual se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo 

constitucional deprecado por LINA MARCELA JULIO SIMANCAS en 

representación de su menor hijo MIGUEL ANGEL ALVAREZ JULIO contra EPS 

SALUD TOTAL, conforme a lo expuesto en la parte motiva de ese fallo,  para 

que sea revocada  y en su defecto se tutelen mis derechos fundamentales 

por lo siguiente: 

 

Su señoría soy una persona de escasos recursos económicos lo cual 

demostrare más adelante. 

 

De otra arista tenemos que resido en el barrio el Pozón sector 20 de enero y 

las terapias que le realizan a mi hijo MIGUEL ANGEL ALVAREZ JULIO, se realizan 

en el barrio pie de la popa en la IPS SONIA VALENCIA KID, y por la distancia 

u carro tipo taxi me cobra delo Pozón hasta el pie de la popa 20 mil pesos 

de ida y 20 de venida,  por tres dias a la semana suman $ 120.000 X 4 

SEMANAS  SON CUATROCIUENTOS OCXENTAMIL ($ 480.000) pesos, los cuales 

no tengo porque no laboro no tengo entrada y no con vivo el padre de mi 

hijo, por eso lo tengo que transportar  en bus, buseta o transcribe y mi hijo es  

un niño que cuando sube al transporte público que está muy colapsado se 

pone interactivo, en ocasiones se provoca el vómito, grita e incomoda a los 

usuarios del transporte y por no tener dinero para tomar un taxi  solo lo llevo 

a las terapias un día a la semana.       



 

Manifiesta el despacho que Revisadas las probanzas aportadas al proceso 

se puede observar que no se  encuentran acreditados los requerimientos 

señalados en la jurisprudencia de esta Corte, según los cuales el amparo 

procede cuando: "(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los 

recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no 

efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el 

estado de salud del usuario” En cuanto al requisito, referente a que el 

paciente no tenga los recursos económicos suficientes para pagar el valor 

del traslado, se tiene que la agenciada manifiesta que no cuenta con los 

ingresos suficientes para desplazarse, pero no hay pruebas fehacientes 

dentro del proceso de la incapacidad económica de la accionante o su 

círculo familiar. 

 

 

En relación a  la incapacidad económica que se menciona  por parte del 

juzgado me permito manifestar que soy una persona afiliada a Salud Total 

en régimen subsidiado, además resido en el barrio el Pozón  lo cual se puede 

probar con el certificado de vecindad que anexo  al presente escrito,  

expedido por la junta de acción comunal del barrio  Pozón sector  20 de 

enero   con fecha  8 de agosto de  presente anualidad,  suscrito por el señor 

JAIDER ANTONIO VAZQUEZ PEREZ  presidente de la  de la junta de acción 

Comunal.  

 

Así mismo señor juez me permito aportar certificación de expedida por el 

Sisbén, donde consta que pertenezco a la población vulnerable. 

Igualmente me permito aportar consulta individual del Sisbén. 

 

también se porta consulta de la Administradora De Los Recursos Del Sistema 

N General De Seguridad Social En Salud -ADRES.  

 

De otra parte, me permito manifestar que soy persona desplazada de turbo 

Antioquia y que además no estoy trabajando con ninguna identidad, 

porque aquí en la ciudad de Cartagena contratan es a puro conocido y en 

esta ciudad no conozco a nadie. 

 

  

 

Por estas consideraciones anteriormente anotadas le reitero mi solicitud en 

el sentido que el superior jerárquico, revoque la providencia de fecha 6 de 

agosto la cual por equivocación colocaron 6 de julio, ya que he demostrado 

la incapacidad económica. 

  

NOTIFICACIONES 



 

Recibo notificaciones en el correo electrónico marcejulio89@gmail.com 

 

 

 

 

Cordialmente,  

  

 

 

  

 LINA MARCELA JULIO SIMANCAS 

C.C 45.563.5833 de Cartagena  

 

mailto:marcejulio89@gmail.com


Cartagena de Indias D. T y C, 28 de julio de 2025. 

 

Señor   

JUEZ  4 PENAL MUNICIPAL  DE CARTAGENA 

email- j04pmpalcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co,  

E.   S.   D. 

 

Ref. FALLO DE TUTELA 

ACCIONANTE: KELLY JHONA BELTRAN DIAZ  

ACCIONADO: SALUD TOTAL EPS Y FARMACIA SALUTIS 

RADICACIÓN: 13-001-40-04-004-2018-00114-00 

FECHA DE FALLO: 19 DE JUNIO DE 2018 

ASUNTO: INCIDENTE DE DESACATO 

 

 

KELLY JHONA BELTRAN DIAZ , identificada como corresponde al pie de mi 

correspondiente firma, concurro hasta su digno despacho, con la finalidad que 

su señoría, actuando en nombre, y representación de mi menor hija DANIELA 

JULIO BELTRAN, quien se identifica con la T.I  1201251421, por medio del presente 

escrito interpongo respetuosamente ante usted, INCIDENTE DE DESACATO,  por 

incumplimiento al fallo de tutela DE FECHA 19 DE JUNIO DE 2018 , dentro de la 

acción referenciada contra SALUD TOTAL EPS Y FARMACIA SALUTIS   a causa de 

los siguientes:  

 

HECHOS 

 

1- Su digno Despacho fallo Acción de Tutela de la referencia el 19 de 

agosto del 2018, en cuyo aparte RESOLUTIVA, Ordena:  tutelar los 

derechos fundamentales a la vida a la dignidad, humana y a la seguridad 

social invoca dos por KELLY JHONANA BELTRAN DIAZ. 

 

2- La accionada ha incumplido con lo ordenado por su despacho, 

teniendo en cuenta que desde el mes de junio la farmacia SALUTIS, no ha 

hecho entrega de la segunda entrega del alimento PEDIASURE CLINICA 

liquido 220 miligramos EN CANTIDAD DE 60 AL MES , 180 POR TRES MESES, 

y la salud de la menor se deteriora cada día más por su condicion y 

diagnóstico, lo que la podría llevar a una desnutrición     

 

 

Por todo lo anterior, se considera señor Juez que SALUD TOTAL EPS Y FARMACIA 

SALUTIS, han hecho caso omiso al fallo de tutela, Proferido por su despacho a 

favor de tutela promovida por la señora KELLY JHONA BELTRAN DIAZ, quien 

actúa en nombre y representación de su menor hija DANIELA JULIO BELTRAN, 

quien se identifica  T.I 1201251421, contra SALUD TOTAL EPS Y  FARMACIA SALUTIS,  

quienes están incumpliendo su obligación indelegable de la prestación del 

servicio impuesto por la ley ordenado por su despacho, por lo consiguiente es 

procedente presentarle Incidente de Desacato. 

 

 

 

 

mailto:j04pmpalcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co


FUNDAMENTO DE DERECHO 

 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 52 Y 53 del Decreto 2591 

de 1991, los cuales al temor de la ley rezan: 

ARTICULO 52.-Desacato. La persona que incumpliere una orden de un juez, 

proferida con base en el presente decreto incurrirá en desacato sancionable 

con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, 

salvo que en este decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica 

distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. 

La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será 

consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes 

si debe revocarse la sanción. La consulta se hará en el efecto devolutivo 

ARTICULO 53.-Sanciones penales. El que incumpla el fallo de tutela o el juez que 

incumpla las funciones que le son propias de conformidad con este decreto 

incurrirá, según el caso, en fraude a resolución judicial, prevaricato por omisión 

o en las sanciones penales a que hubiere lugar. 

También incurrirá en la responsabilidad penal a que hubiere lugar quien repita 

la acción o la omisión que motivo la tutela concedida mediante fallo 

ejecutoriado en proceso en el cual hubiera sido parte. 

PRUEBAS 

 

Solicito señor juez, se tengan como pruebas las siguientes:  

 

• Su digno despacho tiene todo la información y documentación con 

relación al fallo del día 19 de junio de 2018. 

PETICIONES: 

1. Que se imponga la máxima multa y pena de arresto, al 

representante legal de SALUD TOTAL EPS Y ALTAMED, o quien haga 

sus veces al momento de decidir el presente incidente, conforme 

a lo dispuesto en la ley para quien incumple una orden judicial, 

POR ESTAR Incumpliendo LA PARTE RESOLUTIVA DEL FALLO DE 

TUTELA DEL 19 DE JUNIO DE 2018, QUE SU SEÑORIA ACTUO EN 

DERECHO Y BAJO LAS NORMATIVAS Y PRUEBAS EVALUADAS POR SU 

DESPACHO EMTIO SU FALLO, ordenado a la accionada que de 

manera inmediata, pronta y eficaz haga entrega del alimento  

PEDIASURE CLINICA liquido 220 miligramos EN CANTIDAD DE 60 AL 

MES , 180 POR TRES MESES,  . 

 

2. Solicito se ORDENE A SALUD TOTAL EPS Y ALTAMED, se le del 

cumplimento a lo registrado en el fallo del día 19 de  junio de  2018 

de manera inmediata TODO AQUELLO QUE FUE ORDENADO POR 

EL MEDICO TRATANTE Y QUE SU DESPACHO A TRAVEZ DE UN FALLO 

DE TUTELA LO OBLIGA A REALIZAR EXTRICTO CUMPLIMIENTO DEL 

MISMO, Y A LA FECHA LA EPS ESTA HACIENDO CASO OMISO E 



INCUMPLIENDO LO QUE SU DESPACHO ORDENA, viendo QUE SU 

SEÑORIA ACTUO EN DERECHO Y BAJO LAS NORMATIVAS Y PRUEBAS 

EVALUADAS POR SU DESPACHO EMTIO SU FALLO.  

 

 

 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

ACCIONANTE: podrá recibir notificación en el Barrio Villa Grande 2 Manzana 1 

Lote 7, Cel: 3136316320 -, email; ellybeltran.0123@gmail.com 

 

 

 

Atentamente. 

 

 

 

 

 

______________________________________________ 

KELLY JHONA BELTRAN DIAZ 

C.C No 30871298 de Mahates Bolívar  

mailto:ellybeltran.0123@gmail.com








Cartagena de Indias D. T y C, 07 de agosto de 2025. 
 
Señor 
JUEZ PRIMERO PENAL MUNICIPAL DE CARTAGENA 
email- j04pmpalcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co, 
E. S.            D. 
 
Ref.: INCIDENTE DE DESACATO  
ACCIONANTE JUANA JULIO DE PEREZ . 
ACCIONADO. NUEVA EPS  
 
JUANA JULIO DE PEREZ , mayor de edad, vecina y residente en esta ciudad, 
identificada como corresponde al pie de mi correspondiente firma, de la manera más 
atenta y respetuosa concurro hasta su digno despacho, actuando en mi propio  
nombre, y representación   mediante el presente escrito interpongo respetuosamente 
ante usted, INCIDENTE DE DESACATO, por incumplimiento al fallo de tutela de fecha 
30 de Octubre 2024 , dentro de la acción referenciada  instaurada contra la ENTIDAD 
PROMOTOPRA DE SALUD NUEVA EPS  a causa de los siguientes: 
 

HECHOS 
 

1- Su digno Despacho fallo Acción de Tutela de la referencia el 30 de octubre 
del 2024, en cuyo aparte RESOLUTIVA, Ordena: tutelar los derechos 
constitucionales invocados por la señora JUANA JULIO DE PEREZ, en contra 
de la NUEVA EPS,  por la expuesto en la parte motivada de esta providencia. 
 

2- Ordenar a la NUEVA EPS,  para que en un término no mayor de 48 horas 
posteriores a la notificación de esta providencia procedan adelantar todos 
los trámites pertinentes -médicos y a administrativos a favor de la señora 
JUANA JULIO DE PEREZ, con el fin de que entreguen el domicilio de la 
accionante Portal de la cordialidad Manzana 53 Lote 12 el medicamento 
NILOTINIB, en las cantidades ordenadas por su galeno,  sin dilación o 
retrasos por los meses ……….  

 

3- La NUEVA EPS,  ha incumplido con el fallo expedido por su despacho 
teniendo en cuenta que desde el mes de marzo de la presente anualidad 
hasta la fecha no hace entrega del medicamento NILOTINIB, a sabiendo que 
la paciente presenta un diagnóstico de leucemia. 

 

  
 
 



Por todo lo anterior, se considera señor Juez que la NUEVA EPS , han hecho caso omiso 
al fallo de tutela, Proferido por su despacho a favor de tutela promovida por la señora 
JUANA JULIO DE PEREZ, quien actúa en su propio nombre y representación   quienes 
están incumpliendo su obligación indelegable de la prestación del servicio impuesto 
por la ley ordenado por su despacho, por lo consiguiente es procedente presentarle 
Incidente de Desacato. 
 

FUNDAMENTO DE DERECHO 
 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 52 Y 53 del Decreto 2591 de 
1991, los cuales al temor de la ley rezan: 
 
ARTICULO 52.-Desacato. La persona que incumpliere una orden de un juez, proferida 
con base en el presente decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta 
de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este 
decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las 
sanciones penales a que hubiere lugar. 
 
La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será 
consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si 
debe revocarse la sanción. La consulta se hará en el efecto devolutivo 
 
ARTICULO 53.-Sanciones penales. El que incumpla el fallo de tutela o el juez que 
incumpla las funciones que le son propias de conformidad con este decreto incurrirá, 
según el caso, en fraude a resolución judicial, prevaricato por omisión o en las 
sanciones penales a que hubiere lugar. 
 
También incurrirá en la responsabilidad penal a que hubiere lugar quien repita la acción 
o la omisión que motivo la tutela concedida mediante fallo ejecutoriado en proceso en 
el cual hubiera sido parte. 
 

PRUEBAS 
 

Solicito señor juez, se tengan como pruebas las siguientes: 
 
Su digno despacho tiene todo la información y documentación con relación al fallo del 
día 30 de octubre del 2024. 
 
Copia de los pendientes del medicamento de los meses marzo, abril, mayo, junio y 
julio, mes decir 5 meses sin ese medicamento. 
 
 
 
 



PETICIONES: 
 
1. Que se imponga la máxima multa y pena de arresto, al representante legal de 
ENTIDAD PROMOTOPRA DE SALUD NUEVA EPS     o quien haga sus veces al momento 
de decidir el presente incidente, conforme a lo dispuesto en la ley para quien incumple 
una orden judicial, POR ESTAR Incumpliendo LA PARTE RESOLUTIVA DEL FALLO DE 
TUTELA DEL 30 DE octubre DE 2024, QUE SU SEÑORIA ACTUO EN DERECHO Y BAJO 
LAS NORMATIVAS Y PRUEBAS EVALUADAS POR SU DESPACHO EMTIO SU FALLO, 
ordenado a la accionada que de manera inmediata, pronta y eficaz haga entrega del 
medicamento NILOTINIB, tal y como lo ordeno el médico tratante. 
 
2. Solicito se ORDENE  , se le del cumplimento a lo registrado en el fallo del día 30 
de octubre de 2024 de manera inmediata TODO AQUELLO QUE FUE ORDENADO POR 
EL MEDICO TRATANTE Y QUE SU DESPACHO A TRAVEZ DE UN FALLO DE TUTELA LO 
OBLIGA A REALIZAR EXTRICTO CUMPLIMIENTO DEL MISMO, Y A LA FECHA LA EPS 
ESTA HACIENDO CASO OMISO E 
  
INCUMPLIENDO LO QUE SU DESPACHO ORDENA, viendo QUE SU SEÑORIA ACTUO 
EN DERECHO Y BAJO LAS NORMATIVAS Y PRUEBAS EVALUADAS POR SU DESPACHO 
EMTIO SU FALLO. 

NOTIFICACIONES 
 
ACCIONANTE: podrá recibir notificación en el Barrio Villa Grande 2 Manzana 1 Lote 7, 
Cel: 3136316320 -, email; Carlosperezh49@gmail.com. 
 
  
 
 
 
Atentamente. 
 
 
 
 
 
 
JUANA JULIO DE PEREZ  
C.C N33.140.810 de Cartagena Bolívar 

mailto:Carlosperezh49@gmail.com




















DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25081173092636144593
Fecha 2025-08-11
Cedula Persona Atendida: 45486352
Nombre Persona Atendida: ROSA ALERI MERCADO PASTRANA
Asunto: DEMORA EN ASIGNACION DE CITAS MEDICAS
Motivo: QUEJA CONTRA LA NUEVA EPS
Servicio realizado: MENSAJE DE WHASTAPP

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA REQUERIMIENTO A LA NUEVA EPS , POR 
DEMORAS EN PROGRAMACION DE CITAS CON ESPOECILAISTA POR PRIMERA VEZ

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072873092636142245
Fecha 2025-07-28
Cedula Persona Atendida: 45460697
Nombre Persona Atendida: BERTILDA QUINTANA GUERRERO
Asunto: NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS
Motivo: QUEJA CONTRA COOSALUD EPS POR MEDICAMENTOS
Servicio realizado: MENSAJE DE WHASTAPP

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE ENVIA REQUERIMIENTO A LA EPS COOSALUD POR NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25080473092636143364
Fecha 2025-08-04
Cedula Persona Atendida: 45429906
Nombre Persona Atendida: ROSA CECILIA CASTILLO REYES
Asunto: DEMORA EN ASIGNACION DE CITAS MEDICAS
Motivo: QUEJA CONTRA COOSALUD EPS
Servicio realizado: MENSAJE DE WHASTAPP

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA REQUERIMIENTO A LA EPS COOSALUD POR 
NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS Y DEMOIRA EN CITA MEDICA

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072873092636142292
Fecha 2025-07-28
Cedula Persona Atendida: 19995227
Nombre Persona Atendida: DELMIRO BARRIOS PALOMINO
Asunto: AFILIACION A EPS
Motivo: ASESORIA SOBRE ARL COLMENA
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE ENVIA REQUERIMIENTO A COOSALUD MEDICAMENTO POR NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTOS

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072373092636141570
Fecha 2025-07-23
Cedula Persona Atendida: 5415858
Nombre Persona Atendida: YANETH COROMOTO GONZALES RANGEL
Asunto: NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS
Motivo: QUEJA COOSALUD
Servicio realizado: MENSAJE DE WHASTAPP

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA REQUERIMIENTO A LA EPS COOSALUD POR 
NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25080473092636143375
Fecha 2025-08-04
Cedula Persona Atendida: 9088591
Nombre Persona Atendida: EDILBERTO CASTELLON MERCADO
Asunto: NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS
Motivo: QUEJA CONTRA SALUD TOTAL
Servicio realizado: MENSAJE DE WHASTAPP

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA REQUERIMIENTO A LA EPS SALUD TOTAL 
POR NO ENTREGA DE MEDICAMENTO

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072373092636141574
Fecha 2025-07-23
Cedula Persona Atendida: 1143333051
Nombre Persona Atendida: ELIANIS DEL CARMEN GALVIS GARCIA
Asunto: DEMORA EN PROGRAMACION DE PROCEDIMIENTOS MEDICOS
Motivo: QUEJA CONTRA SANIDAD POLICIA
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE BRINDA ASESORIA SOBRE TUTELA PARA QUE SE ORDENEN PROCEDIMIENTOS

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072873092636142310
Fecha 2025-07-28
Cedula Persona Atendida: 45457697
Nombre Persona Atendida: NELLYS MARIA ROCHA RODRIGUEZ
Asunto: NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS
Motivo: QUEJA CONTRA SANITA
Servicio realizado: CONSTANCIAS DE ENVIO POR CORREO

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE ENVIA CORREO AL JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL PARA UNA CORRECCION DE 
SENTENCIA

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072873092636142294
Fecha 2025-07-28
Cedula Persona Atendida: 33115273
Nombre Persona Atendida: GRACIELA HERRERA DE ORTIZ
Asunto: NO ENTREGA DE MEDICAMENTOS
Motivo: QUEJA CONTRA COOSALUD
Servicio realizado: MENSAJE DE WHASTAPP

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE ENVIA REQUERIMIOENTO A MEDICAMENTOS COOSALUD POR NO ENTREGA DE 
MEDICAMENTO

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25081173092636144593
Fecha 2025-08-11
Cedula Persona Atendida: 45486352
Nombre Persona Atendida: ROSA ALERI MERCADO PASTRANA
Asunto: DEMORA EN ASIGNACION DE CITAS MEDICAS
Motivo: QUEJA CONTRA LA NUEVA EPS
Servicio realizado: MENSAJE DE WHASTAPP

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

MEDIANTE MENSAJE DE WHATSAPP SE ENVIA REQUERIMIENTO A LA NUEVA EPS , POR 
DEMORAS EN PROGRAMACION DE CITAS CON ESPOECILAISTA POR PRIMERA VEZ

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



Cartagena 23 de julio del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante:   HERLINES DEL CARMEN ARAYO ORTIZ 
Accionado;  COOSALUD EPS    
 

HERLINES DEL CARMEN ARAYO ORTIZ  , mayor de edad, vecina y residente en esta 

ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 

manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho,  actuando como agente 

oficioso de mi menor hijo  IAN CAMILO  CARREAZO ROYO, quien se identifica con el 

R.C 1.048.474.546  representación con el fin de instaurar ACCIÓN DE TUTELA CONTRA 

LA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD COOSALUD EPS  y LA FARMACIA AUDI FARMA, su 

representante legal, o quien haga sus veces al momento de recibir la notificación. 

Por flagrante violación a sus derechos fundamentales como son la VIDA en 

conexidad con LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD FISICA, 

entre otros, con fundamento en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

PRIMERO: Mi hijo IAN CAMILO CARREAZO ROYO encuentro afiliada en salud a la EPS 
SALUD TOTAL, por lo que le corresponde a esta entidad la prestación de los servicios 

médicos, la autorización y suministro de todo procedimiento médico, 

medicamentos, exámenes e insumos que le sean ordenados por los médicos 

tratantes. 

SEGUNDO soy una paciente 2 años y 2 meses de nacido diagnosticada con 

epilepsia síndromes epiléptico-idiopáticos, relacionados con localizaciones locales 

parciales y con ataques de INI, y debido al diagnóstico su médico tratante le 

ordeno el medicamento LACOSAMIDA SUSPENSIÓN 10MG/MG. 

TERCERO: Su señoría con la actitud asumida por la EPS COOSALUD, considero que 

se están violentando mi8s derechos fundamentales LA SALUD, LA 

SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un ordenamiento 

médico, por lo cual formulo la siguiente: 

 

 

 



PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 

SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 

SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada EPS SALUD 

TOTAL Y FARMACIA AUDIFARMA, que sin mayores dilaciones y de manera inmediata 

haga entrega de los medicamentos   LACOSAMIDA SUSPENSIÓN 10MG/MG,  tal y 

como lo ordeno el médico tratante y todas las veces que sea necesario sin que 

haya necesidad de presentar nueva acción de tutela    . 

TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos 

que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro 

de las recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una 

atención integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin 

que para ello sea necesario presentar nueva acción de tutela. 

DERECHOS VULNERADOS 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas ys subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas 

T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 

inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda 

acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la 

vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad 

que es la esencia misma del derecho. 



Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 

protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente no 

admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del 

resto delos derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la 

vida misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se constituya 

un titular de derechos y obligaciones. 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de Solidaridad 

es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que la seguridad 

social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las personas 

afiliadas al sistema de seguridad social no pueden depender de las contingencias 

que resulten de los recursos financieros, económicos y administrativos de las 

Empresas encargadas del Sistema de seguridad social. 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La 

primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como 

segunda característica, esun derecho de carácter obligatorio en consecuencia el 

estado es responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública 

o particulares están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y 

eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado 

es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que 

permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se 

tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo 

las jurisprudencias de la Corte, se funda en el respeto a la dignidad 

Humana y tiene como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad de los 

principios y derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para resaltar).  

CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD CONFORME A 

LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO SEGUNDO DE LA 

LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 



del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 

499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

  



Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 

urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 

De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó 

definida en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover 

las barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, 

cuando ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se 

refuerza en relación con las personas que se encuentran en una condición de 

vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya referido. 

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 

financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 

barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto 

nivel de salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un 

obstáculo para la consecución de los servicios médicos que necesiten para 

mantener o recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 

personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de 

acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en 

condiciones de dignidad. 

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 

implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 

socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a 

los servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las 

posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de 

igualdad. 

De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 

condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar 

en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, 

en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al 

respecto. 

Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia 

Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del 

derecho a la salud de la población más vulnerable desde el punto de vista 

socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la incapacidad económica 

del paciente y de la de su familia. 

La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que 

atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 



1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 

cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 

2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 

negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal 

afirmación esfalsa o contraria a la realidad”. 

 

3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, 

de modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 

4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre 

este aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el 

sistema, con sujeción al principio de solidaridad. 

 

5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 

económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. 

Con su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación 

que tiene con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su 

aseveración ante el juez de tutela[140]. 

 

6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del 

actor, implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su 

caso para el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez 

constitucional el panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana 

respecto de la afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por 

cierta[141]. 

 

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para 

llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que 

le corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, 

en ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones 

del accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la 

protección de los derechos fundamentales”[143].” 

 

 

 



COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos 

y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado 

otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 

autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del 

D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 

normas concordantes. 

PRUEBAS 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se 

sirva tener como pruebas las siguientes: 

Documentales: 

✓ COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA   

✓ COPIA DE LA FORMULA MEDICA  

✓ COPIA DEL PENDIENTES 

✓ COPIA DE LA HISTORIA CLINICA  

 

NOTIFICACIONES 

Accionante: recibo notificaciones en el barrio la Esperanza Sector las Delicias sin 

nomenclatura    Teléfono 3006926273 Correo electrónico elyd41813@gmail.com 

dhpersoneriacartagena@gmail.com 

Accionada: EPS SALUD TOTAL, barrio Pie del cerro  

Atentamente. 

 
 
 
 HERLINES DEL CARMEN ROYO ORTIZ 
CC 1.047424.371 de Cartagena 
  

mailto:elyd41813@gmail.com
mailto:dhpersoneriacartagena@gmail.com


























DATOS DE LA ATENCION AL USUARIO
Radicado 25072373092636141573
Fecha 2025-07-23
Cedula Persona Atendida: 45563545
Nombre Persona Atendida: CAROLINA DIAZ ATENCIO
Asunto: OTROS MOTIVOS
Motivo: QUEJA CONTRA SANITAS EPS
Servicio realizado: ASESORIA JURIDICA

DESCRIPCION DE LA SOLUCION

SE BRINDO ASESORIA SOBRE PRESENTACION DE ACCION DE TUTELA PARA SUMNISTRO 
DE TRANSPORTE LA PERSONA NO TRAJO DOCUMENTOS

Responsable:

JAVIT ALFONSO ALVAREZ PEREZ
C.C 73092636



Cartagena 23 de julio del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante:  AMIRA DEL CARMEN JAIME MANJARRES    
Accionado; EPS MUTUAL SER  
 
 AMIRA DEL CARMEN JAIME MANJARRES, mayor de edad, vecina y residente 
en esta ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 
manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho,  actuando como agente 
oficioso de mi hijo, LUIS ALFONSO MARRUGO JAIME, quien se identifica con la 
cedula de ciudadanía No 73.190.566, de Cartagena con el fin de instaurar ACCIÓN 
DE TUTELA CONTRA LA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD EPS MUTUAL SER  
y LA FARMACIA AUDIFARMA, su representante legal, o quien haga sus veces al 
momento de recibir la notificación. Por flagrante violación a sus derechos 
fundamentales como son la VIDA en conexidad con LA SALUD, LA 
SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD FISICA, entre otros, con 
fundamento en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 
 

PRIMERO: Mi hijo LUIS ALFONSO MARRUGO JAIME,  se encuentra afiliado en 
salud a la EPS MUTUAL SER, por lo que le corresponde a esta entidad la prestación 
de los servicios médicos, la autorización y suministro de todo procedimiento 
médico, medicamentos, exámenes e insumos que le sean ordenados por los 
médicos tratantes. 
 
SEGUNDO LUIS ALFONSO MARRUGO JAIME, es un paciente de 44 años   
diagnosticado con MENIGITIS A LOS 3 MESES . EPILEPSIA DESDE LOS 13 AÑOS 
ESQUIZOIFRENIA Paranoide y RESTRASO MENTAL E INCONTINENCIA, y debido 
al diagnóstico, el medico tratante le ordeno usar PAÑOS DESECHABLES TALLA M 
CADA 12 HORAS EN CANTIDAD DE 180 POR TRES MESES, los cuales no los 
entregan desde el mes de abril del 2025. 
 
TERCERO: así mismo tampoco me han hecho entrega de los guantes DE LATEX 
TALLA M CAJA X 100, tampoco me han hecho entrega de los medicamentos   
OXIDO DE ZING UNGÜENTO 25 MG  EN 500 GIR,  (3),  cantidad 90, ACIDO 
FOLICO TAB  1 MG cantidad 90,  PEG POLIENTRIENGLICOL 3350 SOBRES 90 

sobres, lactulosa jarabe  66.7 G/ 100 ML Y KETOTIFENO 1MG/5ML SOLUCION 
ORAL, CANTIDAD 1.   
 
CUARTO: Su señoría con la actitud asumida por la EPS MUTUAL SER, considero 
que se están violentando mis derechos fundamentales LA SALUD, LA 
SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un 
ordenamiento médico, por lo cual formulo la siguiente: 
 
 



 
PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 
SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 
 
SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada EPS MUTUAL 
SER  Y FARMACIA AUDIFARMA, que sin mayores dilaciones y de manera inmediata 
haga entrega de los paños desechables PAÑOS DESECHABLES TALLA M CADA 12 
HORAS EN CANTIDAD DE 180 POR TRES MESES y de los medicamentos  OXIDO 
DE ZING UNGÜENTO 25 MG  EN 500 GIR,  (3),  cantidad 90, ACIDO FOLICO TAB  
1 MG cantidad 90,  PEG POLIENTRIENGLICOL 3350 SOBRES 90 sobres, lactulosa 
jarabe  66.7 G/ 100 ML, como también de los GUANTES DE LATEX TALLA M  CAJA 
POR 100, tal y como lo ordeno el médico tratante y todas las veces que sea 
necesario sin que haya necesidad de presentar nueva acción de tutela.   
  . 
TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos 
que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro de 
las recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una atención 
integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin que para 
ello sea necesario presentar nueva acción de tutela. 
 

DERECHOS VULNERADOS 
 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 
derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 
 
Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 
contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 
CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a 
cargo del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 
según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 
derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. 
(Las negrillas ys subrayados son míos para resaltar). 
 
En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 
Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas 
T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social 
cuando su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales 
como la vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la 
vía de la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 
 
En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 
inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda 
acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la 
vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad 
que es la esencia misma del derecho. 
 



Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 
protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente 
no admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 
Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del 
resto de los derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la 
vida misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se 
constituya un titular de derechos y obligaciones. 
 
EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 
 
En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de 
Solidaridad es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que 
la seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los 
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las 
personas afiliadas al sistema de seguridad social no pueden depender de las 
contingencias que resulten de los recursos financieros, económicos y 
administrativos de las Empresas encargadas del Sistema de seguridad social. 
 
La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 
naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La 
primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como 
segunda característica, es un derecho de carácter obligatorio en consecuencia el 
estado es responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública o 
particulares están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y 
eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 
 
Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado 
es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que 
permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se 
tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo las 
jurisprudencias de la Corte, se funda en el respeto a la dignidad Humana y tiene 
como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad de los principios y 
derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para resaltar).  
 
CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD 
CONFORME A LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL 
ARTÍCULO SEGUNDO DE LA LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 
 
La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 
derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 
Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 
CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a 
cargo del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 
según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 
derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. 
(Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 
 
En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 
Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 



499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social 
cuando su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales 
como la vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la 
vía de la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 
  
Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 
urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 
De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó definida 
en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover las 
barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, cuando 
ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se refuerza en 
relación con las personas que se encuentran en una condición de vulnerabilidad, 
en virtud del principio de solidaridad ya referido. 
 
En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 
financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 
barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto nivel 
de salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un obstáculo 
para la consecución de los servicios médicos que necesiten para mantener o 
recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 
 
Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 
personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de 
acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en 
condiciones de dignidad. 
 
Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 
implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 
socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a los 
servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las 
posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de 
igualdad. 
 
De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 
condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar 
en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, 
en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al 
respecto. 
 
Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia Como 
queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del 
derecho a la salud de la población más vulnerable desde el punto de vista 
socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la incapacidad económica 
del paciente y de la de su familia. 
 
La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que 
atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 
1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 
cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 



2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 
negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 
responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal afirmación 
esfalsa o contraria a la realidad”. 
 
3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, de 
modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 
4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre este 
aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el sistema, 
con sujeción al principio de solidaridad. 
 
5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 
económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. Con 
su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación que 
tiene con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su 
aseveración ante el juez de tutela[140]. 
 
6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del actor, 
implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su caso 
para el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez 
constitucional el panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana 
respecto de la afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por 
cierta[141]. 
 
Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para 
llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que le 
corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, en 
ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones del 
accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la protección 
de los derechos fundamentales”[143].” 
 

COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 
Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos 
y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 
Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado 
otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 
autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del 
D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 
Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 
normas concordantes. 
PRUEBAS 
Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se 
sirva tener como pruebas las siguientes: 
Documentales: 

 COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA   
 COPIA DE LA FORMULA MEDICA  
 COPIA DEL PENDIENTES. 



 
   

NOTIFICACIONES 
 

Accionante: recibo notificaciones en el barrio Vista Hermosa Diagonal 29 No 60 C 
43    Teléfono 3233710880 Correo electrónico   amirajaime17@gmail.com 
dhpersoneriacartagena@gmail.com 
 
 
Accionada: EPS MUTUAL SER, en barrio Ronda Real.  
Atentamente. 
 
 
 
 AMIRA DEL CARMEN JAIME MANJARRES   
CC 22.999.439 de Cartagena 
 

mailto:amirajaime17@gmail.com
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JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL CARTAGENA 
Centro, Calle del Cuartel, Edificio Cuartel del Fijo, Piso 3, Oficina 312, celular: 3102375766 

Correo electrónico institucional: j01cmplcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co         

 

Cartagena de indias, veintidós (22) de julio del año dos mil veinticinco (2025) 

  

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA    

RADICADO: 13001-40-03-001-2025-00756-00      

ACCIONANTE: NELLYS MARIA ROCHA RODRIGUEZ 

ACCIONADO: EPS SANITAS S.A  

 

Procede el Despacho a resolver lo que en derecho corresponda dentro de la ACCIÓN DE 

TUTELA instaurada por NELLYS MARIA ROCHA RODRIGUEZ contra EPS SANITAS S.A por la 

presunta vulneración a sus derechos fundamentales a la vida digna, salud y seguridad 

social. 

 

1. ANTECEDENTES  

1.1. HECHOS RELEVANTES           

           

Manifiesta la parte actora que cuenta con 62 años actualmente se encuentra afiliado al 

Sistema de Salud, en el régimen subsidiado en la EPS SANITAS, cuadro clínico PACIENTE CON 

DIAGNOSTICO HEPATITIS VIRAL TIPO B CRONICA, SIN AGENTE DELTA  

 

Que desde el mes de diciembre del año 2024 el boticario de SANITAS EPS no le ha hecho 

entrega del medicamento, el cual debe tomarme una tableta diaria por 3 meses para 

controlar su patología y las razones que en esa entidad le dan a diario es que no tienen 

abastecimiento para realizar la entrega pues el medicamento se encuentra agotado. 

 

Que lo anterior afecta su salud y viola sus derechos fundamentales.  

 

1.2. PRETENSION           

           

Solicita que, se tutele su derecho fundamental a la vida digna, salud y seguridad social, y 

en consecuencia, se ordene al accionado SANITAS EPS ordenar la entrega del siguiente 

medicamento: TENOFOVIR ALAFENAMIDA TABLETA 25 MG – CANT 90 S y así mismo que la 

prestación medica sea de forma integral.  

  

1.3 ACTUACION JUDICIAL:           

           

La presente acción de tutela fue admitida por auto calendado el día catorce 14 de julio 

de 2025, y se le concedió a la parte accionada EPS SANITAS S.A un término de dos (02) días, 

para que bajo la gravedad de juramento presentara informe detallado sobre los hechos 

que dieron origen a la presente acción. Así mismo, se vinculó a la, SUPERINTENDENCIA 

NACIONAL DE SALUD, para que dentro del mismo termino, rindiera informe sobre los hechos 

que dieron origen a la presente acción y sobre lo demás que estime necesario.  

  

1.4. CONTRADICCION   

   

1.4.1. INFORME RENDIDO POR EPS SANITAS S.A 

 

La entidad accionada pese de ser notificada en debida forma del auto admisorio de la 

acción constitucional, a fin de que rindiera el informe correspondiente sobre los hechos 

motivo de la presente acción, tal y como consta en el expediente digital, estas no rindieron 

el informe solicitado. 

mailto:j01cmplcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co


1.4.2. INFORME RENDIDO POR SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD 

 

MARIA CAMILA ANA FERNANDA LOZANO MARTINEZ, en calidad de subdirectora Técnica, 

adscrita a la Subdirección de Defensa Jurídica de la Superintendencia Nacional de Salud, 

rinde su informe en los siguientes términos:  

 

“…A través de la acción de tutela interpuesta, se reclaman servicios a cargo de la Entidad 

Promotora de Salud encargada del garantizar el aseguramiento al acceso a los servicios 

de salud. De manera que, entre los elementos fácticos de la acción, no se determina la 

existencia de supuestos de hecho ni de derecho conculcatorios de los derechos de la parte 

accionante, atribuibles a esta Superintendencia, por lo que no podría deducirse la 

existencia de responsabilidad por parte de este ente de control frente a lo pretendido. 

Concordante con lo expuesto en la acción constitucional, no hay referencia a una 

conducta de acción, omisión o incumplimiento en las que haya podido incurrir la 

Superintendencia Nacional de Salud, de manera que se encuentra una clara ausencia de 

nexo causal. Respecto al elemento de nexo de causalidad entre la circunstancia particular 

del afectado y la acción u omisión de la parte pasiva, ha indicado la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional: “Por tanto, la sola circunstancia de probarse el perjuicio que sufre el 

accionante o la persona o personas a cuyo nombre actúa no es suficiente para que 

prospere la tutela. Es necesario que exista un nexo causal que vincule la situación concreta 

de la persona afectada con la acción dañina o la omisión de la entidad o el funcionario 

que constituye la parte pasiva dentro del procedimiento preferente y sumario en que 

consiste la tutela.” (negrillas y subrayas ajenas). 

 

De manera que, la vinculación de la Superintendencia Nacional de Salud dentro del 

trámite constitucional de la referencia, resulta improcedente , ya que, analizados lo hechos 

de la presente acción de tutela y las pretensiones incoadas por la parte accionante, se 

evidencia que esta última pretende que la parte accionada le preste una serie de servicios 

médicos, situación concreta en la que esta Superintendencia no ha tenido ninguna 

participación, ya que, no ha desplegado ninguna acción u omisión dañina respecto a los 

hechos que fundamentan la acción, no existiendo el nexo de causalidad que se exige por 

la jurisprudencia para su procedencia. Lo anterior, permite corroborar la inexistencia del 

nexo causal por parte de esta Superintendencia entre la situación particular de la 

accionante y la amenaza o vulneración de sus derechos fundamentales, ya que, el acceso 

efectivo a los servicios de salud, están a cargo del asegurador.  

 

Por las razones expuestas, es plausible colegir que, el derecho fundamental sólo se vulnera 

o amenaza a partir de circunstancias que han sido ocasionadas por vinculación directa y 

específica entre las conductas de personas e instituciones, y la materia de amparo judicial, 

situación que no se ha presentado entre la parte accionante y la Superintendencia 

Nacional de Salud, motivo por el cual, se evidencia que esta entidad no ha infringido los 

derechos fundamentales aquí deprecados…” 

 

2. CONSIDERACIONES  

2.1 COMPETENCIA.  

  

Según lo establecido por el artículo 86 Superior, el Decreto Ley 2591 de 1991 y Decreto 1069 

de 2015, este último modificado por el Decreto 333 de 2021 Único Reglamentario del Sector 

Justicia y del Derecho, es competente este Juzgado para resolver la acción de tutela de 

la referencia.  

  

2.2 PROBLEMA JURÍDICO.  

  

Consiste en determinar, si la entidad accionada SANITAS E.P.S vulneró el derecho 

fundamental, vida digna, salud y seguridad social. del señor, WILFRIDO ARRIETA LOPEZ al 

no ordenar la entrega de los medicamentos, prescrito por su médico tratante.  

 

2.3. TESIS DEL DESPACHO 

 

La tesis que se acoge es que la entidad accionada SANITAS E.P., S. S.A. S vulneró los 

derechos fundamentales del señor, WILFRIDO ARRIETA LOPEZ por lo que se amparan. 



2.4. MARCO JURÍDICO 

 

- LA ACCIÓN DE TUTELA SU NATURALEZA JURÍDICA 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Carta Política, reglamentado por el 

Decreto Ley 2591 de 1991 y Decreto 1069 de 2015, este último modificado por el Decreto 

333 de 2020 Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho. 

 

- PRESUNCIÓN DE VERACIDAD EN TUTELA- Sentencia T-260/2019   

   

“En el artículo 20 del Decreto Ley 2591 de 1991, “(p)or el cual se reglamenta la acción de 

tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”, se consagra la presunción 

de veracidad, según la cual se presumen como “ciertos los hechos” cuando el juez 

requiera  

 

- PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD  

  

La constitución nacional preceptúa dentro del capítulo II “De los derechos sociales, 

económicos y culturales”, específicamente en el artículo 49, el derecho a la salud.  

  

No obstante, a partir de la sentencia hito T – 760 de 2008 proferida por la H. Corte 

Constitucional, se dio alcance a la salud y seguridad social como derecho fundamental, 

sin perjuicio del amparo que, de éste, en conexión con la vida y mínimo vital, venía 

generándose desde mucho antes, por vía de acción de tutela.  

  

Así, el referido derecho de rango fundamental, fue reglamentado a través de la Ley 

Estatutaria 1751 de 2015.  

  

-  EL DERECHO A LA SALUD Y EL SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS DE MANERA COMPLETA  

PARA PREVENIR O TRATAR LA ENFERMEDAD H. CORTE CONSTITUCIONAL. SENTENCIA T- 416 – 

2023.  

  

Derecho a la salud. El artículo 49 de la Constitución consagra el deber del Estado de 

garantizar el acceso de todas las personas a los servicios de promoción, protección y 

recuperación de la salud. La prestación de este servicio debe regirse por los principios de 

integralidad y continuidad, entre otros. El primero exige garantizar el suministro de los 

servicios y tecnologías de salud de manera completa para prevenir o tratar la enfermedad. 

El segundo, requiere que la prestación de los servicios de salud no sea suspendida por 

cuestiones de carácter administrativo; una vez iniciada la atención en salud, su continuidad 

debe garantizarse, sin interrupciones ni retrasos, hasta lograr la recuperación o 

estabilización del paciente. Así, por ejemplo, el desabastecimiento de un medicamento no 

ha sido considerado por la Corte como una razón válida para negar el derecho a la salud. 

En este tipo de casos, ha indicado que existe la obligación de realizar estudios de 

bioequivalencia que permitan formular un compuesto igualmente eficaz para el 

tratamiento.  

  

80. El medio para acceder a los servicios y tecnologías de salud, de acuerdo con la 

jurisprudencia constitucional, es la prescripción del médico tratante. Estos profesionales son 

quienes cuentan con la capacitación, el criterio científico y el conocimiento sobre la 

patología del paciente, necesarios para definir su diagnóstico y tratamiento.  

  

81. Cuando el juez de tutela no evidencia la existencia de una prescripción médica, le 

corresponde: (i) verificar si se presenta una necesidad evidente (hecho notorio) de la 

tecnología en salud incluida en el PBS, caso en el cual procede ordenar su suministro, 

condicionado a la posterior ratificación del médico tratante; o (ii) de no advertir este hecho 

notorio, pero sí un indicio razonable de la afectación a la salud, debe ordenar a la 

respectiva EPS que disponga que sus profesionales adscritos conceptúen sobre la 

necesidad del medicamento o servicio, con fundamento en el conocimiento de la 

situación del paciente.  

  

 

 



- REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA SOBRE EL SUMINISTRO OPORTUNO DE MEDICAMENTOS, 

LA H. CORTE CONSTITUCIONAL EN SENTENCIA T-117/2020 DISPUSO:  

  

En desarrollo de este precepto constitucional, la jurisprudencia de la Corte determina que 

la salud tiene una doble connotación: como derecho fundamental y como servicio público 

esencial obligatorio. Esta postura fue recogida por el Legislador con la expedición de la Ley 

Estatutaria 1751 de 2015 en materia de salud].  

  

15.   La Corte reconoce que el suministro de medicamentos constituye una de las principales 

obligaciones que deben cumplir las EPS en relación con la garantía del derecho a la salud, 

para lo cual están obligadas a observar los principios de oportunidad y eficiencia. Sobre 

esto último, la Sentencia T-460 de 2012 determinó que la prestación eficiente en salud:  

  

“(…) implica que los trámites administrativos a los que está sujeto el paciente sean 

razonables, no demoren excesivamente el acceso y no impongan al interesado una carga 

que no le corresponde asumir; lo cual incluye por ejemplo, el acceso a los medicamentos 

en las IPS correspondientes a los domicilios de los usuarios, la agilización en los trámites de 

traslado entre IPS para la continuación de los tratamientos médicos de los pacientes, la 

disposición diligente de los servicios en las diferentes IPS, entre muchos otros.”  

  

En este orden de ideas, la Corte reconoce que la dilación injustificada en el suministro de 

medicamentos, por lo general, implica que el tratamiento ordenado al paciente se 

suspenda o no se inicie de manera oportuna y, en esa medida, se vulneran los derechos 

fundamentales a la salud, a la integridad personal, a la dignidad humana y a la vida del 

usuario. Por ello, la entrega tardía o no oportuna de medicinas desconoce los principios de 

integralidad] y continuidad en la prestación del servicio de salud.  

  

3. CASO CONCRETO  

         

Verificado el contenido de la acción de tutela, encuentra esta agencia judicial que lo 

pretendido por la parte actora, se dirige a que se le ordene al responsable, que adelante 

los trámites necesarios para la entrega material del medicamento TENOFOVIR 

ALAFENAMIDA TABLETA 25 MG – CANT 90 S, ordenado por su médico tratante 

 

Pasando al estudio del asunto puesto a consideración de esta dependencia, es preciso 

indicar que, en torno a los requisitos de procedencia de la acción de tutela como lo es 

la legitimación en la causa por activa y pasiva, inmediatez y subsidiariedad se 

encuentran cumplidos.     

  

Se encuentra que, el señor, WILFRIDO ARRIETA LOPEZ, adulto mayor   que viene 

diagnosticado HEPATITIS VIRAL TIPO B CRONICA, SIN AGENTE DELTA, razón por la cual de 

acuerdo con la historia clínica anexada le fue prescrito; TENOFOVIR ALAFENAMIDA TABLETA 

25 MG – CANT 90 S, medicamento que no se le ha suministrado de manera continua , tal y 

como fue anotado en su historia clínica así:  

 

 
  

De esta forma, adentrándose el despacho en el fondo del asunto, se  encuentra probada  

las ordenes  medicas    e historia  clínica del accionante que datan del 11 julio  de  2025,  

donde  se advierte  el diagnostico HEPATITIS VIRAL TIPO B CRONICA, SIN AGENTE DELTA del  

señor  WILFRIDO ARRIETA LOPEZ y los  medicamentos que  le  fueron  prescritos   por su 

médico tratante, por  otra  parte , se avizora  que pese  a  que  las  partes  accionada   fue 

notificada en debida forma del presente trámite, tal como se evidencia en el expediente 

digital, no rindieron el informe correspondiente, lo cual, conduce a dar aplicación a la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-117-20.htm#_ftn49
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presunción de veracidad dispuesta en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, teniéndose 

por cierto los hechos expuestos por el actor, sin que medie elemento disuasorio que los 

confute.   

 

Al respecto, debe ser enfático el despacho en señalar que, le asiste a la EPS accionada la 

obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el 

principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a 

prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido. Para tal efecto, “las 

entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los 

trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos 

sean brindados de forma coordinada y armónica”1.  

  

Este principio implica que la atención en salud no podrá ser suspendida al paciente, en 

ningún caso, por razones administrativas o económicas, entre otras razones, porque ello 

constituiría un agravio a la confianza legítima. La Corte ha manifestado que: “Una de las 

características de todo servicio público, atendiendo al mandato de la prestación eficiente 

(Art. 365 C.P.), la constituye su continuidad, lo que implica, tratándose del derecho a la 

salud, su prestación ininterrumpida, constante y permanente, dada la necesidad que de 

ella tienen los usuarios del Sistema General de Seguridad Social. (…) [La] Corte ha sostenido 

que una vez haya sido iniciada la atención en salud, debe garantizarse la continuidad del 

servicio, de manera que el mismo no sea suspendido o retardado, antes de la recuperación 

o estabilización del paciente.”2  

  

Así las cosas  y teniendo en cuenta que lo  ordenado  al paciente  es necesario para 

atender su salud y garantizar su calidad de vida, la EPS y la IPS, son  responsables   no solo  

de autorizar  y entregar el medicamento, de lo que se trata es que  la IPS contratada dentro 

de los tiempos inmediatos materialice la entrega de los  medicamentos, pues, si bien es 

cierto la dispensación de medicamentos comprende las actividades llevadas a cabo bajo 

supervisión de un farmacéutico desde que se recibe una prescripción o una petición de un 

medicamento hasta que éste es entregado al propio paciente o al profesional responsable 

de su administración, no se avizora   dentro del plenaria que dicha  actividad administrativa   

haya  culminado con la entrega del  insumo médico.  

  

Tal aseveración, no fue confutada ni mucho menos desvirtuada por EPS, como tampoco la 

pese a asistirle tal carga probatoria de tal suerte que, teniéndose por ciertas las gestiones 

adelantadas por la actora encaminadas a obtener el insumo médico que le viene prescrito, 

accionada ha retrasado su entrega, sin mediar razones de orden administrativo que no le 

son imputables al usuario del sistema de salud.   

  

Lo expuesto conduce a que, sin que se haga menester hacer mayores elucubraciones, este 

despacho advierta que se han vulnerado los derechos a la vida digna, salud y seguridad 

social por parte de la EPS responsable de los servicios de salud del actor.   

  

Por consiguiente, este despacho ordenará a EPS  SANITAS S.A., que en el término de 

cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, 

emprenda todas las acciones y diligencias administrativas tendientes a realizar a través de 

IPS  u otra, la entrega  de los medicamentos, , en la cantidad y periodicidad ordenada por 

su médico tratante al señor, inclusive, de encontrase desabastecimiento del medicamento 

indicado, proceda en el mismo término a valorar mediante su médico tratante la entrega 

de un medicamento bioequivalente con la misma efectividad que logre conservar la 

continuidad del tratamiento médico.   

  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE CARTAGENA DE INDIAS, 

administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,         

 

R E S U E L V E:                

   

PRIMERO: TUTELAR al señor, WILFRIDO ARRIETA LOPEZ sus derechos fundamentales a la salud, 

a la vida y dignidad humana, conforme las razones indicadas en la parte motivan.  

                                                
1 H. Corte Constitucional, Sentencia T – 261 de 2017 2 H. 
Corte Constitucional, Sentencia T-234 de 2014.  



  

SEGUNDO: ORDENAR a la EPS SANITAS S.A., que en el término de CUARENTA Y OCHO (48) 

horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, emprenda todas las acciones 

y diligencias administrativas tendientes a realizar a través de IPS que corresponda, la 

entrega del medicamento TENOFOVIR ALAFENAMIDA TABLETA 25 MG – CANT 90 S en la 

cantidad y periodicidad ordenada por su médico tratante, al señor WILFRIDO ARRIETA 

LOPEZ  inclusive, de encontrase desabastecimiento del medicamento indicado, proceda 

en el mismo término a valorar mediante su médico tratante la entrega de un medicamento 

bioequivalente con la misma efectividad que logre conservar la continuidad del 

tratamiento médico.   

  

TERCERO: Si no es impugnado el presente fallo, en su oportunidad, envíese a la Honorable 

Corte Constitucional para su eventual revisión.                      

                               

CUARTO: Notifíquese esta providencia a las partes, conforme lo preceptúa el art.  30 del 

Decreto 2591 de 1991.  

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE    

  

 

 

KEY SANDY CARO MEJIA   

JUEZA  

 

 

 

 

 

 



Cartagena 23 de julio del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante:  AMIRA DEL CARMEN JAIME MANJARRES    
Accionado; EPS MUTUAL SER  
 
 AMIRA DEL CARMEN JAIME MANJARRES, mayor de edad, vecina y residente 
en esta ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 
manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho,  actuando como agente 
oficioso de mi hijo, LUIS ALFONSO MARRUGO JAIME, quien se identifica con la 
cedula de ciudadanía No 73.190.566, de Cartagena con el fin de instaurar ACCIÓN 
DE TUTELA CONTRA LA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD EPS MUTUAL SER  
y LA FARMACIA AUDIFARMA, su representante legal, o quien haga sus veces al 
momento de recibir la notificación. Por flagrante violación a sus derechos 
fundamentales como son la VIDA en conexidad con LA SALUD, LA 
SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD FISICA, entre otros, con 
fundamento en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 
 

PRIMERO: Mi hijo LUIS ALFONSO MARRUGO JAIME,  se encuentra afiliado en 
salud a la EPS MUTUAL SER, por lo que le corresponde a esta entidad la prestación 
de los servicios médicos, la autorización y suministro de todo procedimiento 
médico, medicamentos, exámenes e insumos que le sean ordenados por los 
médicos tratantes. 
 
SEGUNDO LUIS ALFONSO MARRUGO JAIME, es un paciente de 44 años   
diagnosticado con MENIGITIS A LOS 3 MESES . EPILEPSIA DESDE LOS 13 AÑOS 
ESQUIZOIFRENIA Paranoide y RESTRASO MENTAL E INCONTINENCIA, y debido 
al diagnóstico, el medico tratante le ordeno usar PAÑOS DESECHABLES TALLA M 
CADA 12 HORAS EN CANTIDAD DE 180 POR TRES MESES, los cuales no los 
entregan desde el mes de abril del 2025. 
 
TERCERO: así mismo tampoco me han hecho entrega de los guantes DE LATEX 
TALLA M CAJA X 100, tampoco me han hecho entrega de los medicamentos   
OXIDO DE ZING UNGÜENTO 25 MG  EN 500 GIR,  (3),  cantidad 90, ACIDO 
FOLICO TAB  1 MG cantidad 90,  PEG POLIENTRIENGLICOL 3350 SOBRES 90 

sobres, lactulosa jarabe  66.7 G/ 100 ML Y KETOTIFENO 1MG/5ML SOLUCION 
ORAL, CANTIDAD 1.   
 
CUARTO: Su señoría con la actitud asumida por la EPS MUTUAL SER, considero 
que se están violentando mis derechos fundamentales LA SALUD, LA 
SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un 
ordenamiento médico, por lo cual formulo la siguiente: 
 
 



 
PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 
SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 
 
SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada EPS MUTUAL 
SER  Y FARMACIA AUDIFARMA, que sin mayores dilaciones y de manera inmediata 
haga entrega de los paños desechables PAÑOS DESECHABLES TALLA M CADA 12 
HORAS EN CANTIDAD DE 180 POR TRES MESES y de los medicamentos  OXIDO 
DE ZING UNGÜENTO 25 MG  EN 500 GIR,  (3),  cantidad 90, ACIDO FOLICO TAB  
1 MG cantidad 90,  PEG POLIENTRIENGLICOL 3350 SOBRES 90 sobres, lactulosa 
jarabe  66.7 G/ 100 ML, como también de los GUANTES DE LATEX TALLA M  CAJA 
POR 100, tal y como lo ordeno el médico tratante y todas las veces que sea 
necesario sin que haya necesidad de presentar nueva acción de tutela.   
  . 
TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos 
que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro de 
las recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una atención 
integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin que para 
ello sea necesario presentar nueva acción de tutela. 
 

DERECHOS VULNERADOS 
 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 
derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 
 
Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 
contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 
CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a 
cargo del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 
según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 
derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. 
(Las negrillas ys subrayados son míos para resaltar). 
 
En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 
Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas 
T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social 
cuando su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales 
como la vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la 
vía de la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 
 
En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 
inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda 
acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la 
vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad 
que es la esencia misma del derecho. 
 



Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 
protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente 
no admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 
Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del 
resto de los derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la 
vida misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se 
constituya un titular de derechos y obligaciones. 
 
EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 
 
En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de 
Solidaridad es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que 
la seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los 
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las 
personas afiliadas al sistema de seguridad social no pueden depender de las 
contingencias que resulten de los recursos financieros, económicos y 
administrativos de las Empresas encargadas del Sistema de seguridad social. 
 
La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 
naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La 
primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como 
segunda característica, es un derecho de carácter obligatorio en consecuencia el 
estado es responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública o 
particulares están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y 
eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 
 
Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado 
es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que 
permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se 
tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo las 
jurisprudencias de la Corte, se funda en el respeto a la dignidad Humana y tiene 
como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad de los principios y 
derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para resaltar).  
 
CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD 
CONFORME A LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL 
ARTÍCULO SEGUNDO DE LA LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 
 
La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 
derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 
Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 
CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a 
cargo del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 
según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 
derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. 
(Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 
 
En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 
Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 



499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social 
cuando su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales 
como la vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la 
vía de la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 
  
Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 
urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 
De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó definida 
en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover las 
barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, cuando 
ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se refuerza en 
relación con las personas que se encuentran en una condición de vulnerabilidad, 
en virtud del principio de solidaridad ya referido. 
 
En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 
financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 
barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto nivel 
de salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un obstáculo 
para la consecución de los servicios médicos que necesiten para mantener o 
recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 
 
Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 
personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de 
acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en 
condiciones de dignidad. 
 
Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 
implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 
socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a los 
servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las 
posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de 
igualdad. 
 
De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 
condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar 
en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, 
en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al 
respecto. 
 
Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia Como 
queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del 
derecho a la salud de la población más vulnerable desde el punto de vista 
socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la incapacidad económica 
del paciente y de la de su familia. 
 
La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que 
atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 
1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 
cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 



2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 
negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 
responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal afirmación 
esfalsa o contraria a la realidad”. 
 
3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, de 
modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 
4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre este 
aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el sistema, 
con sujeción al principio de solidaridad. 
 
5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 
económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. Con 
su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación que 
tiene con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su 
aseveración ante el juez de tutela[140]. 
 
6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del actor, 
implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su caso 
para el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez 
constitucional el panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana 
respecto de la afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por 
cierta[141]. 
 
Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para 
llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que le 
corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, en 
ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones del 
accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la protección 
de los derechos fundamentales”[143].” 
 

COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 
Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos 
y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 
Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado 
otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 
autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del 
D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 
Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 
normas concordantes. 
PRUEBAS 
Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se 
sirva tener como pruebas las siguientes: 
Documentales: 

 COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA   
 COPIA DE LA FORMULA MEDICA  
 COPIA DEL PENDIENTES. 



 
   

NOTIFICACIONES 
 

Accionante: recibo notificaciones en el barrio Vista Hermosa Diagonal 29 No 60 C 
43    Teléfono 3233710880 Correo electrónico   amirajaime17@gmail.com 
dhpersoneriacartagena@gmail.com 
 
 
Accionada: EPS MUTUAL SER, en barrio Ronda Real.  
Atentamente. 
 
 
 
 AMIRA DEL CARMEN JAIME MANJARRES   
CC 22.999.439 de Cartagena 
 

mailto:amirajaime17@gmail.com
mailto:dhpersoneriacartagena@gmail.com
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JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL CARTAGENA 
Centro, Calle del Cuartel, Edificio Cuartel del Fijo, Piso 3, Oficina 312, celular: 3102375766 

Correo electrónico institucional: j01cmplcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co         

 

Cartagena de indias, veintidós (22) de julio del año dos mil veinticinco (2025) 

  

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA    

RADICADO: 13001-40-03-001-2025-00756-00      

ACCIONANTE: NELLYS MARIA ROCHA RODRIGUEZ 

ACCIONADO: EPS SANITAS S.A  

 

Procede el Despacho a resolver lo que en derecho corresponda dentro de la ACCIÓN DE 

TUTELA instaurada por NELLYS MARIA ROCHA RODRIGUEZ contra EPS SANITAS S.A por la 

presunta vulneración a sus derechos fundamentales a la vida digna, salud y seguridad 

social. 

 

1. ANTECEDENTES  

1.1. HECHOS RELEVANTES           

           

Manifiesta la parte actora que cuenta con 62 años actualmente se encuentra afiliado al 

Sistema de Salud, en el régimen subsidiado en la EPS SANITAS, cuadro clínico PACIENTE CON 

DIAGNOSTICO HEPATITIS VIRAL TIPO B CRONICA, SIN AGENTE DELTA  

 

Que desde el mes de diciembre del año 2024 el boticario de SANITAS EPS no le ha hecho 

entrega del medicamento, el cual debe tomarme una tableta diaria por 3 meses para 

controlar su patología y las razones que en esa entidad le dan a diario es que no tienen 

abastecimiento para realizar la entrega pues el medicamento se encuentra agotado. 

 

Que lo anterior afecta su salud y viola sus derechos fundamentales.  

 

1.2. PRETENSION           

           

Solicita que, se tutele su derecho fundamental a la vida digna, salud y seguridad social, y 

en consecuencia, se ordene al accionado SANITAS EPS ordenar la entrega del siguiente 

medicamento: TENOFOVIR ALAFENAMIDA TABLETA 25 MG – CANT 90 S y así mismo que la 

prestación medica sea de forma integral.  

  

1.3 ACTUACION JUDICIAL:           

           

La presente acción de tutela fue admitida por auto calendado el día catorce 14 de julio 

de 2025, y se le concedió a la parte accionada EPS SANITAS S.A un término de dos (02) días, 

para que bajo la gravedad de juramento presentara informe detallado sobre los hechos 

que dieron origen a la presente acción. Así mismo, se vinculó a la, SUPERINTENDENCIA 

NACIONAL DE SALUD, para que dentro del mismo termino, rindiera informe sobre los hechos 

que dieron origen a la presente acción y sobre lo demás que estime necesario.  

  

1.4. CONTRADICCION   

   

1.4.1. INFORME RENDIDO POR EPS SANITAS S.A 

 

La entidad accionada pese de ser notificada en debida forma del auto admisorio de la 

acción constitucional, a fin de que rindiera el informe correspondiente sobre los hechos 

motivo de la presente acción, tal y como consta en el expediente digital, estas no rindieron 

el informe solicitado. 

mailto:j01cmplcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co


1.4.2. INFORME RENDIDO POR SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD 

 

MARIA CAMILA ANA FERNANDA LOZANO MARTINEZ, en calidad de subdirectora Técnica, 

adscrita a la Subdirección de Defensa Jurídica de la Superintendencia Nacional de Salud, 

rinde su informe en los siguientes términos:  

 

“…A través de la acción de tutela interpuesta, se reclaman servicios a cargo de la Entidad 

Promotora de Salud encargada del garantizar el aseguramiento al acceso a los servicios 

de salud. De manera que, entre los elementos fácticos de la acción, no se determina la 

existencia de supuestos de hecho ni de derecho conculcatorios de los derechos de la parte 

accionante, atribuibles a esta Superintendencia, por lo que no podría deducirse la 

existencia de responsabilidad por parte de este ente de control frente a lo pretendido. 

Concordante con lo expuesto en la acción constitucional, no hay referencia a una 

conducta de acción, omisión o incumplimiento en las que haya podido incurrir la 

Superintendencia Nacional de Salud, de manera que se encuentra una clara ausencia de 

nexo causal. Respecto al elemento de nexo de causalidad entre la circunstancia particular 

del afectado y la acción u omisión de la parte pasiva, ha indicado la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional: “Por tanto, la sola circunstancia de probarse el perjuicio que sufre el 

accionante o la persona o personas a cuyo nombre actúa no es suficiente para que 

prospere la tutela. Es necesario que exista un nexo causal que vincule la situación concreta 

de la persona afectada con la acción dañina o la omisión de la entidad o el funcionario 

que constituye la parte pasiva dentro del procedimiento preferente y sumario en que 

consiste la tutela.” (negrillas y subrayas ajenas). 

 

De manera que, la vinculación de la Superintendencia Nacional de Salud dentro del 

trámite constitucional de la referencia, resulta improcedente , ya que, analizados lo hechos 

de la presente acción de tutela y las pretensiones incoadas por la parte accionante, se 

evidencia que esta última pretende que la parte accionada le preste una serie de servicios 

médicos, situación concreta en la que esta Superintendencia no ha tenido ninguna 

participación, ya que, no ha desplegado ninguna acción u omisión dañina respecto a los 

hechos que fundamentan la acción, no existiendo el nexo de causalidad que se exige por 

la jurisprudencia para su procedencia. Lo anterior, permite corroborar la inexistencia del 

nexo causal por parte de esta Superintendencia entre la situación particular de la 

accionante y la amenaza o vulneración de sus derechos fundamentales, ya que, el acceso 

efectivo a los servicios de salud, están a cargo del asegurador.  

 

Por las razones expuestas, es plausible colegir que, el derecho fundamental sólo se vulnera 

o amenaza a partir de circunstancias que han sido ocasionadas por vinculación directa y 

específica entre las conductas de personas e instituciones, y la materia de amparo judicial, 

situación que no se ha presentado entre la parte accionante y la Superintendencia 

Nacional de Salud, motivo por el cual, se evidencia que esta entidad no ha infringido los 

derechos fundamentales aquí deprecados…” 

 

2. CONSIDERACIONES  

2.1 COMPETENCIA.  

  

Según lo establecido por el artículo 86 Superior, el Decreto Ley 2591 de 1991 y Decreto 1069 

de 2015, este último modificado por el Decreto 333 de 2021 Único Reglamentario del Sector 

Justicia y del Derecho, es competente este Juzgado para resolver la acción de tutela de 

la referencia.  

  

2.2 PROBLEMA JURÍDICO.  

  

Consiste en determinar, si la entidad accionada SANITAS E.P.S vulneró el derecho 

fundamental, vida digna, salud y seguridad social. del señor, WILFRIDO ARRIETA LOPEZ al 

no ordenar la entrega de los medicamentos, prescrito por su médico tratante.  

 

2.3. TESIS DEL DESPACHO 

 

La tesis que se acoge es que la entidad accionada SANITAS E.P., S. S.A. S vulneró los 

derechos fundamentales del señor, WILFRIDO ARRIETA LOPEZ por lo que se amparan. 



2.4. MARCO JURÍDICO 

 

- LA ACCIÓN DE TUTELA SU NATURALEZA JURÍDICA 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Carta Política, reglamentado por el 

Decreto Ley 2591 de 1991 y Decreto 1069 de 2015, este último modificado por el Decreto 

333 de 2020 Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho. 

 

- PRESUNCIÓN DE VERACIDAD EN TUTELA- Sentencia T-260/2019   

   

“En el artículo 20 del Decreto Ley 2591 de 1991, “(p)or el cual se reglamenta la acción de 

tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”, se consagra la presunción 

de veracidad, según la cual se presumen como “ciertos los hechos” cuando el juez 

requiera  

 

- PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD  

  

La constitución nacional preceptúa dentro del capítulo II “De los derechos sociales, 

económicos y culturales”, específicamente en el artículo 49, el derecho a la salud.  

  

No obstante, a partir de la sentencia hito T – 760 de 2008 proferida por la H. Corte 

Constitucional, se dio alcance a la salud y seguridad social como derecho fundamental, 

sin perjuicio del amparo que, de éste, en conexión con la vida y mínimo vital, venía 

generándose desde mucho antes, por vía de acción de tutela.  

  

Así, el referido derecho de rango fundamental, fue reglamentado a través de la Ley 

Estatutaria 1751 de 2015.  

  

-  EL DERECHO A LA SALUD Y EL SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS DE MANERA COMPLETA  

PARA PREVENIR O TRATAR LA ENFERMEDAD H. CORTE CONSTITUCIONAL. SENTENCIA T- 416 – 

2023.  

  

Derecho a la salud. El artículo 49 de la Constitución consagra el deber del Estado de 

garantizar el acceso de todas las personas a los servicios de promoción, protección y 

recuperación de la salud. La prestación de este servicio debe regirse por los principios de 

integralidad y continuidad, entre otros. El primero exige garantizar el suministro de los 

servicios y tecnologías de salud de manera completa para prevenir o tratar la enfermedad. 

El segundo, requiere que la prestación de los servicios de salud no sea suspendida por 

cuestiones de carácter administrativo; una vez iniciada la atención en salud, su continuidad 

debe garantizarse, sin interrupciones ni retrasos, hasta lograr la recuperación o 

estabilización del paciente. Así, por ejemplo, el desabastecimiento de un medicamento no 

ha sido considerado por la Corte como una razón válida para negar el derecho a la salud. 

En este tipo de casos, ha indicado que existe la obligación de realizar estudios de 

bioequivalencia que permitan formular un compuesto igualmente eficaz para el 

tratamiento.  

  

80. El medio para acceder a los servicios y tecnologías de salud, de acuerdo con la 

jurisprudencia constitucional, es la prescripción del médico tratante. Estos profesionales son 

quienes cuentan con la capacitación, el criterio científico y el conocimiento sobre la 

patología del paciente, necesarios para definir su diagnóstico y tratamiento.  

  

81. Cuando el juez de tutela no evidencia la existencia de una prescripción médica, le 

corresponde: (i) verificar si se presenta una necesidad evidente (hecho notorio) de la 

tecnología en salud incluida en el PBS, caso en el cual procede ordenar su suministro, 

condicionado a la posterior ratificación del médico tratante; o (ii) de no advertir este hecho 

notorio, pero sí un indicio razonable de la afectación a la salud, debe ordenar a la 

respectiva EPS que disponga que sus profesionales adscritos conceptúen sobre la 

necesidad del medicamento o servicio, con fundamento en el conocimiento de la 

situación del paciente.  

  

 

 



- REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA SOBRE EL SUMINISTRO OPORTUNO DE MEDICAMENTOS, 

LA H. CORTE CONSTITUCIONAL EN SENTENCIA T-117/2020 DISPUSO:  

  

En desarrollo de este precepto constitucional, la jurisprudencia de la Corte determina que 

la salud tiene una doble connotación: como derecho fundamental y como servicio público 

esencial obligatorio. Esta postura fue recogida por el Legislador con la expedición de la Ley 

Estatutaria 1751 de 2015 en materia de salud].  

  

15.   La Corte reconoce que el suministro de medicamentos constituye una de las principales 

obligaciones que deben cumplir las EPS en relación con la garantía del derecho a la salud, 

para lo cual están obligadas a observar los principios de oportunidad y eficiencia. Sobre 

esto último, la Sentencia T-460 de 2012 determinó que la prestación eficiente en salud:  

  

“(…) implica que los trámites administrativos a los que está sujeto el paciente sean 

razonables, no demoren excesivamente el acceso y no impongan al interesado una carga 

que no le corresponde asumir; lo cual incluye por ejemplo, el acceso a los medicamentos 

en las IPS correspondientes a los domicilios de los usuarios, la agilización en los trámites de 

traslado entre IPS para la continuación de los tratamientos médicos de los pacientes, la 

disposición diligente de los servicios en las diferentes IPS, entre muchos otros.”  

  

En este orden de ideas, la Corte reconoce que la dilación injustificada en el suministro de 

medicamentos, por lo general, implica que el tratamiento ordenado al paciente se 

suspenda o no se inicie de manera oportuna y, en esa medida, se vulneran los derechos 

fundamentales a la salud, a la integridad personal, a la dignidad humana y a la vida del 

usuario. Por ello, la entrega tardía o no oportuna de medicinas desconoce los principios de 

integralidad] y continuidad en la prestación del servicio de salud.  

  

3. CASO CONCRETO  

         

Verificado el contenido de la acción de tutela, encuentra esta agencia judicial que lo 

pretendido por la parte actora, se dirige a que se le ordene al responsable, que adelante 

los trámites necesarios para la entrega material del medicamento TENOFOVIR 

ALAFENAMIDA TABLETA 25 MG – CANT 90 S, ordenado por su médico tratante 

 

Pasando al estudio del asunto puesto a consideración de esta dependencia, es preciso 

indicar que, en torno a los requisitos de procedencia de la acción de tutela como lo es 

la legitimación en la causa por activa y pasiva, inmediatez y subsidiariedad se 

encuentran cumplidos.     

  

Se encuentra que, el señor, WILFRIDO ARRIETA LOPEZ, adulto mayor   que viene 

diagnosticado HEPATITIS VIRAL TIPO B CRONICA, SIN AGENTE DELTA, razón por la cual de 

acuerdo con la historia clínica anexada le fue prescrito; TENOFOVIR ALAFENAMIDA TABLETA 

25 MG – CANT 90 S, medicamento que no se le ha suministrado de manera continua , tal y 

como fue anotado en su historia clínica así:  

 

 
  

De esta forma, adentrándose el despacho en el fondo del asunto, se  encuentra probada  

las ordenes  medicas    e historia  clínica del accionante que datan del 11 julio  de  2025,  

donde  se advierte  el diagnostico HEPATITIS VIRAL TIPO B CRONICA, SIN AGENTE DELTA del  

señor  WILFRIDO ARRIETA LOPEZ y los  medicamentos que  le  fueron  prescritos   por su 

médico tratante, por  otra  parte , se avizora  que pese  a  que  las  partes  accionada   fue 

notificada en debida forma del presente trámite, tal como se evidencia en el expediente 

digital, no rindieron el informe correspondiente, lo cual, conduce a dar aplicación a la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-117-20.htm#_ftn49
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-117-20.htm#_ftn49
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-117-20.htm#_ftn54
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-117-20.htm#_ftn54


presunción de veracidad dispuesta en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, teniéndose 

por cierto los hechos expuestos por el actor, sin que medie elemento disuasorio que los 

confute.   

 

Al respecto, debe ser enfático el despacho en señalar que, le asiste a la EPS accionada la 

obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el 

principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a 

prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido. Para tal efecto, “las 

entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los 

trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos 

sean brindados de forma coordinada y armónica”1.  

  

Este principio implica que la atención en salud no podrá ser suspendida al paciente, en 

ningún caso, por razones administrativas o económicas, entre otras razones, porque ello 

constituiría un agravio a la confianza legítima. La Corte ha manifestado que: “Una de las 

características de todo servicio público, atendiendo al mandato de la prestación eficiente 

(Art. 365 C.P.), la constituye su continuidad, lo que implica, tratándose del derecho a la 

salud, su prestación ininterrumpida, constante y permanente, dada la necesidad que de 

ella tienen los usuarios del Sistema General de Seguridad Social. (…) [La] Corte ha sostenido 

que una vez haya sido iniciada la atención en salud, debe garantizarse la continuidad del 

servicio, de manera que el mismo no sea suspendido o retardado, antes de la recuperación 

o estabilización del paciente.”2  

  

Así las cosas  y teniendo en cuenta que lo  ordenado  al paciente  es necesario para 

atender su salud y garantizar su calidad de vida, la EPS y la IPS, son  responsables   no solo  

de autorizar  y entregar el medicamento, de lo que se trata es que  la IPS contratada dentro 

de los tiempos inmediatos materialice la entrega de los  medicamentos, pues, si bien es 

cierto la dispensación de medicamentos comprende las actividades llevadas a cabo bajo 

supervisión de un farmacéutico desde que se recibe una prescripción o una petición de un 

medicamento hasta que éste es entregado al propio paciente o al profesional responsable 

de su administración, no se avizora   dentro del plenaria que dicha  actividad administrativa   

haya  culminado con la entrega del  insumo médico.  

  

Tal aseveración, no fue confutada ni mucho menos desvirtuada por EPS, como tampoco la 

pese a asistirle tal carga probatoria de tal suerte que, teniéndose por ciertas las gestiones 

adelantadas por la actora encaminadas a obtener el insumo médico que le viene prescrito, 

accionada ha retrasado su entrega, sin mediar razones de orden administrativo que no le 

son imputables al usuario del sistema de salud.   

  

Lo expuesto conduce a que, sin que se haga menester hacer mayores elucubraciones, este 

despacho advierta que se han vulnerado los derechos a la vida digna, salud y seguridad 

social por parte de la EPS responsable de los servicios de salud del actor.   

  

Por consiguiente, este despacho ordenará a EPS  SANITAS S.A., que en el término de 

cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, 

emprenda todas las acciones y diligencias administrativas tendientes a realizar a través de 

IPS  u otra, la entrega  de los medicamentos, , en la cantidad y periodicidad ordenada por 

su médico tratante al señor, inclusive, de encontrase desabastecimiento del medicamento 

indicado, proceda en el mismo término a valorar mediante su médico tratante la entrega 

de un medicamento bioequivalente con la misma efectividad que logre conservar la 

continuidad del tratamiento médico.   

  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE CARTAGENA DE INDIAS, 

administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,         

 

R E S U E L V E:                

   

PRIMERO: TUTELAR al señor, WILFRIDO ARRIETA LOPEZ sus derechos fundamentales a la salud, 

a la vida y dignidad humana, conforme las razones indicadas en la parte motivan.  

                                                
1 H. Corte Constitucional, Sentencia T – 261 de 2017 2 H. 
Corte Constitucional, Sentencia T-234 de 2014.  



  

SEGUNDO: ORDENAR a la EPS SANITAS S.A., que en el término de CUARENTA Y OCHO (48) 

horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, emprenda todas las acciones 

y diligencias administrativas tendientes a realizar a través de IPS que corresponda, la 

entrega del medicamento TENOFOVIR ALAFENAMIDA TABLETA 25 MG – CANT 90 S en la 

cantidad y periodicidad ordenada por su médico tratante, al señor WILFRIDO ARRIETA 

LOPEZ  inclusive, de encontrase desabastecimiento del medicamento indicado, proceda 

en el mismo término a valorar mediante su médico tratante la entrega de un medicamento 

bioequivalente con la misma efectividad que logre conservar la continuidad del 

tratamiento médico.   

  

TERCERO: Si no es impugnado el presente fallo, en su oportunidad, envíese a la Honorable 

Corte Constitucional para su eventual revisión.                      

                               

CUARTO: Notifíquese esta providencia a las partes, conforme lo preceptúa el art.  30 del 

Decreto 2591 de 1991.  

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE    

  

 

 

KEY SANDY CARO MEJIA   

JUEZA  

 

 

 

 

 

 



Cartagena 11 de Agosto del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante:  CARMEN ALICIA SALCEDO DE LA HOZ   
Accionado;  COOSALUD EPS    
 

 CARMEN ALICIA SALCEDO DE LA HOZ , mayor de edad, vecina y residente en esta 

ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 

manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho,  actuando como agente 

oficioso de mi señora  madre CARMEN ISABEL DE LA HOZ  BELTRAN, igualmente 

mayor de edad, vecina y residente en esta ciudad, portadora de la cedula de 

ciudadanía No 26.836.352, de Plato Magdalena,  con el fin de instaurar ACCIÓN DE 

TUTELA CONTRA LA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD COOSALUD EPS  y LA FARMACIA 

GHG GLOBAL HEALT GROUP SAS, sus representantes legales, o quien haga sus veces 

al momento de recibir la notificación. Por flagrante violación a sus derechos 

fundamentales como son la VIDA en conexidad con LA SALUD, LA 

SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD FISICA, entre otros, con fundamento 

en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

PRIMERO: Mi madre CARMEN ISABEL DE LA HOZ BELTRAN, es una paciente 83 años y  

se encuentra afiliada en salud a la EPS SALUD TOTAL,  en el régimen subsidiado, por lo 

que le corresponde a esta entidad la prestación de los servicios médicos, la 

autorización y suministro de todo procedimiento médico, medicamentos, 

exámenes e insumos que le sean ordenados por los médicos tratantes. 

SEGUNDO: La señora CARMEN ISABEL DE LA HOZ BELTRAN, se encuentra 

diagnosticada con SECUELAS MOTORA DE ACV, HIPEWRTENCION ARTERIAL POR 

HAC, ENFERMEDAD PÚLMONAR OBSDTRUCTIVA CRONICA, DIABETES MELLITUS TIPO 2,  

NO INSULINODEPEMDIUENTE, HIPOTIRODISMO SUB CLINICO, EXTREÑIMIENTO Y 

COSNTIPACION, HIPOACUISIA RINITIS ALERGICA , DISCAPACIDAD FÍSICA Y MOTORA 

INSOMNI,   y debido al diagnóstico su médico tratante le ordeno los siguientes 

medicamentos: 

 

 

 



CARBIOXIMETICELULOSA+ GLICERINA,+ SODIOHIALURONATO 
 OMEPRAZOL 20MG TAB/CAP 
 LACTULOSA 66.7%   SLN ORAL SACHET X 15 ML TAB/CAP 
ACETAMINOFEN +CODEINA 325 + 15 MG  
CARBONATO0 DE CALCIO0 600 MG   
AMLODIPINO 5MG T6AB 
 SULFATO FERROSO. 
 
Estos medicamentos se encuentran pendiente por entregar y nunca los entregan 
siempre me dicen que no los hay, que ellos me los envían a casa y nada, y mientras mi 
señora madre por la edad y el diagnostico que padece cada día su salud se empeora 
mas y nosotros somos personas de escasos recursos que no tenemos dinero para 
comprar tanto medicamento.   
 
TERCERO: Su señoría con la actitud asumida por la EPS COOSALUD y LA FARMACIA 

GHG GLOBAL HEALT GROUP SAS, considero que se están violentando mi8s derechos 

fundamentales LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a 

pesar de existir un ordenamiento médico, por lo cual formulo la siguiente: 

PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 

SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 

SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada EPS 

COOSALUD y LA FARMACIA GHG GLOBAL HEALT GROUP SAS, que sin mayores 

dilaciones y de manera inmediata haga entrega de los medicamentos:  

 

• CARBIOXIMETICELULOSA+ GLICERINA,+ SODIOHIALURONATO 
• OMEPRAZOL 20MG TAB/CAP 
• LACTULOSA 66.7%   SLN ORAL SACHET X 15 ML TAB/CAP 
• ACETAMINOFEN +CODEINA 325 + 15 MG  
• CARBONATO0 DE CALCIO0 600 MG   
• AMLODIPINO 5MG T6AB 
• SULFATO FERROSO,  tal y como lo ordeno el médico tratante y todas las 

veces que sea necesario sin que haya necesidad de presentar nueva 

acción de tutela, es de anotar que ese grupo de medicamentos los manda 

el medico por tres meses. 
 

TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos 

que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro 

de las recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una 

atención integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin 

que para ello sea necesario presentar nueva acción de tutela. 



 

DERECHOS VULNERADOS 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas ys subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas 

T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 

inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda 

acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la 

vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad 

que es la esencia misma del derecho. 

Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 

protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente no 

admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del 

resto delos derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la 

vida misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se constituya 

un titular de derechos y obligaciones. 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de Solidaridad 

es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que la seguridad 

social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las personas 

afiliadas al sistema de seguridad social no pueden depender de las contingencias 



que resulten de los recursos financieros, económicos y administrativos de las 

Empresas encargadas del Sistema de seguridad social. 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La 

primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como 

segunda característica, esun derecho de carácter obligatorio en consecuencia el 

estado es responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública 

o particulares están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y 

eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado 

es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que 

permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se 

tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo 

las jurisprudencias de la Corte, se funda en el respeto a la dignidad 

Humana y tiene como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad de los 

principios y derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para resaltar).  

CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD CONFORME A 

LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO SEGUNDO DE LA 

LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 

499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

  



Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 

urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 

De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó 

definida en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover 

las barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, 

cuando ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se 

refuerza en relación con las personas que se encuentran en una condición de 

vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya referido. 

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 

financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 

barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto 

nivel de salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un 

obstáculo para la consecución de los servicios médicos que necesiten para 

mantener o recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 

personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de 

acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en 

condiciones de dignidad. 

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 

implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 

socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a 

los servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las 

posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de 

igualdad. 

De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 

condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar 

en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, 

en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al 

respecto. 

Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia 

Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del 

derecho a la salud de la población más vulnerable desde el punto de vista 

socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la incapacidad económica 

del paciente y de la de su familia. 

La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que 

atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 



1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 

cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 

2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 

negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal 

afirmación esfalsa o contraria a la realidad”. 

 

3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, 

de modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 

4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre 

este aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el 

sistema, con sujeción al principio de solidaridad. 

 

5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 

económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. 

Con su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación 

que tiene con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su 

aseveración ante el juez de tutela[140]. 

 

6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del 

actor, implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su 

caso para el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez 

constitucional el panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana 

respecto de la afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por 

cierta[141]. 

 

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para 

llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que 

le corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, 

en ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones 

del accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la 

protección de los derechos fundamentales”[143].” 

 

 

 



COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos 

y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado 

otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 

autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del 

D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 

normas concordantes. 

PRUEBAS 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se 

sirva tener como pruebas las siguientes: 

Documentales: 

✓ COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA   

✓ COPIA DE LA FORMULA MEDICA  

✓ COPIA DE LA HISTORIA CLINICA  

 

NOTIFICACIONES 

Accionante: recibo notificaciones en el barrio 7 de agosto calle 74 Carrera 16 No 

17-159   Teléfono 3205180058 /3015439855 Correo electrónico: 

andreapolchopek@hotmail.com/ dhpersoneriacartagena@gmail.com 

Accionada: EPS COOSALUD:  barrio Olaya Carretera principal 

Atentamente. 

 
 
 
CARMEN ALICIA SALCEDO DE LA HOZ   
CC 39.093.754  de Plato Magdalena. 
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Cartagena 23 de julio del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante:   HERLINES DEL CARMEN ARAYO ORTIZ 
Accionado;  COOSALUD EPS    
 

HERLINES DEL CARMEN ARAYO ORTIZ  , mayor de edad, vecina y residente en esta 

ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 

manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho,  actuando como agente 

oficioso de mi menor hijo  IAN CAMILO  CARREAZO ROYO, quien se identifica con el 

R.C 1.048.474.546  representación con el fin de instaurar ACCIÓN DE TUTELA CONTRA 

LA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD COOSALUD EPS  y LA FARMACIA AUDI FARMA, su 

representante legal, o quien haga sus veces al momento de recibir la notificación. 

Por flagrante violación a sus derechos fundamentales como son la VIDA en 

conexidad con LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD FISICA, 

entre otros, con fundamento en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

PRIMERO: Mi hijo IAN CAMILO CARREAZO ROYO encuentro afiliada en salud a la EPS 
SALUD TOTAL, por lo que le corresponde a esta entidad la prestación de los servicios 

médicos, la autorización y suministro de todo procedimiento médico, 

medicamentos, exámenes e insumos que le sean ordenados por los médicos 

tratantes. 

SEGUNDO soy una paciente 2 años y 2 meses de nacido diagnosticada con 

epilepsia síndromes epiléptico-idiopáticos, relacionados con localizaciones locales 

parciales y con ataques de INI, y debido al diagnóstico su médico tratante le 

ordeno el medicamento LACOSAMIDA SUSPENSIÓN 10MG/MG. 

TERCERO: Su señoría con la actitud asumida por la EPS COOSALUD, considero que 

se están violentando mi8s derechos fundamentales LA SALUD, LA 

SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un ordenamiento 

médico, por lo cual formulo la siguiente: 

 

 

 



PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 

SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 

SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada EPS SALUD 

TOTAL Y FARMACIA AUDIFARMA, que sin mayores dilaciones y de manera inmediata 

haga entrega de los medicamentos   LACOSAMIDA SUSPENSIÓN 10MG/MG,  tal y 

como lo ordeno el médico tratante y todas las veces que sea necesario sin que 

haya necesidad de presentar nueva acción de tutela    . 

TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos 

que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro 

de las recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una 

atención integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin 

que para ello sea necesario presentar nueva acción de tutela. 

DERECHOS VULNERADOS 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas ys subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas 

T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 

inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda 

acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la 

vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad 

que es la esencia misma del derecho. 



Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 

protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente no 

admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del 

resto delos derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la 

vida misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se constituya 

un titular de derechos y obligaciones. 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de Solidaridad 

es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que la seguridad 

social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las personas 

afiliadas al sistema de seguridad social no pueden depender de las contingencias 

que resulten de los recursos financieros, económicos y administrativos de las 

Empresas encargadas del Sistema de seguridad social. 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La 

primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como 

segunda característica, esun derecho de carácter obligatorio en consecuencia el 

estado es responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública 

o particulares están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y 

eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado 

es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que 

permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se 

tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo 

las jurisprudencias de la Corte, se funda en el respeto a la dignidad 

Humana y tiene como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad de los 

principios y derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para resaltar).  

CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD CONFORME A 

LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO SEGUNDO DE LA 

LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 



del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 

499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

  



Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 

urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 

De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó 

definida en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover 

las barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, 

cuando ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se 

refuerza en relación con las personas que se encuentran en una condición de 

vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya referido. 

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 

financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 

barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto 

nivel de salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un 

obstáculo para la consecución de los servicios médicos que necesiten para 

mantener o recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 

personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de 

acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en 

condiciones de dignidad. 

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 

implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 

socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a 

los servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las 

posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de 

igualdad. 

De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 

condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar 

en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, 

en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al 

respecto. 

Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia 

Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del 

derecho a la salud de la población más vulnerable desde el punto de vista 

socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la incapacidad económica 

del paciente y de la de su familia. 

La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que 

atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 



1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 

cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 

2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 

negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal 

afirmación esfalsa o contraria a la realidad”. 

 

3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, 

de modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 

4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre 

este aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el 

sistema, con sujeción al principio de solidaridad. 

 

5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 

económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. 

Con su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación 

que tiene con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su 

aseveración ante el juez de tutela[140]. 

 

6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del 

actor, implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su 

caso para el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez 

constitucional el panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana 

respecto de la afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por 

cierta[141]. 

 

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para 

llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que 

le corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, 

en ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones 

del accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la 

protección de los derechos fundamentales”[143].” 

 

 

 



COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos 

y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado 

otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 

autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del 

D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 

normas concordantes. 

PRUEBAS 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se 

sirva tener como pruebas las siguientes: 

Documentales: 

✓ COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA   

✓ COPIA DE LA FORMULA MEDICA  

✓ COPIA DEL PENDIENTES 

✓ COPIA DE LA HISTORIA CLINICA  

 

NOTIFICACIONES 

Accionante: recibo notificaciones en el barrio la Esperanza Sector las Delicias sin 

nomenclatura    Teléfono 3006926273 Correo electrónico elyd41813@gmail.com 

dhpersoneriacartagena@gmail.com 

Accionada: EPS SALUD TOTAL, barrio Pie del cerro  

Atentamente. 

 
 
 
 HERLINES DEL CARMEN ROYO ORTIZ 
CC 1.047424.371 de Cartagena 
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Cartagena 11 de Agosto del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante:  CARMEN ALICIA SALCEDO DE LA HOZ   
Accionado;  COOSALUD EPS    
 

 CARMEN ALICIA SALCEDO DE LA HOZ , mayor de edad, vecina y residente en esta 

ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 

manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho,  actuando como agente 

oficioso de mi señora  madre CARMEN ISABEL DE LA HOZ  BELTRAN, igualmente 

mayor de edad, vecina y residente en esta ciudad, portadora de la cedula de 

ciudadanía No 26.836.352, de Plato Magdalena,  con el fin de instaurar ACCIÓN DE 

TUTELA CONTRA LA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD COOSALUD EPS  y LA FARMACIA 

GHG GLOBAL HEALT GROUP SAS, sus representantes legales, o quien haga sus veces 

al momento de recibir la notificación. Por flagrante violación a sus derechos 

fundamentales como son la VIDA en conexidad con LA SALUD, LA 

SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD FISICA, entre otros, con fundamento 

en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

PRIMERO: Mi madre CARMEN ISABEL DE LA HOZ BELTRAN, es una paciente 83 años y  

se encuentra afiliada en salud a la EPS SALUD TOTAL,  en el régimen subsidiado, por lo 

que le corresponde a esta entidad la prestación de los servicios médicos, la 

autorización y suministro de todo procedimiento médico, medicamentos, 

exámenes e insumos que le sean ordenados por los médicos tratantes. 

SEGUNDO: La señora CARMEN ISABEL DE LA HOZ BELTRAN, se encuentra 

diagnosticada con SECUELAS MOTORA DE ACV, HIPEWRTENCION ARTERIAL POR 

HAC, ENFERMEDAD PÚLMONAR OBSDTRUCTIVA CRONICA, DIABETES MELLITUS TIPO 2,  

NO INSULINODEPEMDIUENTE, HIPOTIRODISMO SUB CLINICO, EXTREÑIMIENTO Y 

COSNTIPACION, HIPOACUISIA RINITIS ALERGICA , DISCAPACIDAD FÍSICA Y MOTORA 

INSOMNI,   y debido al diagnóstico su médico tratante le ordeno los siguientes 

medicamentos: 

 

 

 



CARBIOXIMETICELULOSA+ GLICERINA,+ SODIOHIALURONATO 
 OMEPRAZOL 20MG TAB/CAP 
 LACTULOSA 66.7%   SLN ORAL SACHET X 15 ML TAB/CAP 
ACETAMINOFEN +CODEINA 325 + 15 MG  
CARBONATO0 DE CALCIO0 600 MG   
AMLODIPINO 5MG T6AB 
 SULFATO FERROSO. 
 
Estos medicamentos se encuentran pendiente por entregar y nunca los entregan 
siempre me dicen que no los hay, que ellos me los envían a casa y nada, y mientras mi 
señora madre por la edad y el diagnostico que padece cada día su salud se empeora 
mas y nosotros somos personas de escasos recursos que no tenemos dinero para 
comprar tanto medicamento.   
 
TERCERO: Su señoría con la actitud asumida por la EPS COOSALUD y LA FARMACIA 

GHG GLOBAL HEALT GROUP SAS, considero que se están violentando mi8s derechos 

fundamentales LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a 

pesar de existir un ordenamiento médico, por lo cual formulo la siguiente: 

PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 

SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 

SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada EPS 

COOSALUD y LA FARMACIA GHG GLOBAL HEALT GROUP SAS, que sin mayores 

dilaciones y de manera inmediata haga entrega de los medicamentos:  

 

• CARBIOXIMETICELULOSA+ GLICERINA,+ SODIOHIALURONATO 
• OMEPRAZOL 20MG TAB/CAP 
• LACTULOSA 66.7%   SLN ORAL SACHET X 15 ML TAB/CAP 
• ACETAMINOFEN +CODEINA 325 + 15 MG  
• CARBONATO0 DE CALCIO0 600 MG   
• AMLODIPINO 5MG T6AB 
• SULFATO FERROSO,  tal y como lo ordeno el médico tratante y todas las 

veces que sea necesario sin que haya necesidad de presentar nueva 

acción de tutela, es de anotar que ese grupo de medicamentos los manda 

el medico por tres meses. 
 

TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos 

que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro 

de las recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una 

atención integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin 

que para ello sea necesario presentar nueva acción de tutela. 



 

DERECHOS VULNERADOS 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas ys subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas 

T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 

inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda 

acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la 

vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad 

que es la esencia misma del derecho. 

Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 

protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente no 

admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del 

resto delos derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la 

vida misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se constituya 

un titular de derechos y obligaciones. 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de Solidaridad 

es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que la seguridad 

social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las personas 

afiliadas al sistema de seguridad social no pueden depender de las contingencias 



que resulten de los recursos financieros, económicos y administrativos de las 

Empresas encargadas del Sistema de seguridad social. 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La 

primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como 

segunda característica, esun derecho de carácter obligatorio en consecuencia el 

estado es responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública 

o particulares están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y 

eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado 

es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que 

permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se 

tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo 

las jurisprudencias de la Corte, se funda en el respeto a la dignidad 

Humana y tiene como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad de los 

principios y derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para resaltar).  

CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD CONFORME A 

LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO SEGUNDO DE LA 

LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 

499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

  



Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 

urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 

De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó 

definida en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover 

las barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, 

cuando ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se 

refuerza en relación con las personas que se encuentran en una condición de 

vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya referido. 

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 

financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 

barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto 

nivel de salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un 

obstáculo para la consecución de los servicios médicos que necesiten para 

mantener o recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 

personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de 

acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en 

condiciones de dignidad. 

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 

implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 

socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a 

los servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las 

posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de 

igualdad. 

De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 

condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar 

en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, 

en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al 

respecto. 

Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia 

Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del 

derecho a la salud de la población más vulnerable desde el punto de vista 

socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la incapacidad económica 

del paciente y de la de su familia. 

La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que 

atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 



1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 

cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 

2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 

negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal 

afirmación esfalsa o contraria a la realidad”. 

 

3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, 

de modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 

4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre 

este aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el 

sistema, con sujeción al principio de solidaridad. 

 

5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 

económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. 

Con su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación 

que tiene con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su 

aseveración ante el juez de tutela[140]. 

 

6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del 

actor, implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su 

caso para el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez 

constitucional el panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana 

respecto de la afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por 

cierta[141]. 

 

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para 

llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que 

le corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, 

en ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones 

del accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la 

protección de los derechos fundamentales”[143].” 

 

 

 



COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos 

y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado 

otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 

autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del 

D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 

normas concordantes. 

PRUEBAS 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se 

sirva tener como pruebas las siguientes: 

Documentales: 

✓ COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA   

✓ COPIA DE LA FORMULA MEDICA  

✓ COPIA DE LA HISTORIA CLINICA  

 

NOTIFICACIONES 

Accionante: recibo notificaciones en el barrio 7 de agosto calle 74 Carrera 16 No 

17-159   Teléfono 3205180058 /3015439855 Correo electrónico: 

andreapolchopek@hotmail.com/ dhpersoneriacartagena@gmail.com 

Accionada: EPS COOSALUD:  barrio Olaya Carretera principal 

Atentamente. 

 
 
 
CARMEN ALICIA SALCEDO DE LA HOZ   
CC 39.093.754  de Plato Magdalena. 
  

mailto:andreapolchopek@hotmail.com/
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Cartagena 4 de agosto del 2025. 

 

 

Señor: 

JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 

 E- S.D. 

 

ACCION DE TUTELA 

Accionante:  DELIS DONADO BARROSO   

Accionado; EPS MUTUAL SER   

 

DELIS DONADO BARROSO, mayor de edad, vecina y residente en esta 

ciudad, portadora de la cedula de ciudadanía No 1.143.380.036, expedida 

en la ciudad de Cartagena, de la manera más atenta y respetuosa me dirijo 

a usted, actuando como agente oficioso de mi menor hija LEANA SOFIA 

PEREZ DONADO, quien se identifica con la cedula de ciudadanía N0 R.C 

1201289377 expedida en la ciudad de Cartagena, a fin de  , instaurar acción 

de tutela contra la  EMPRESA PROMOTORA DE SALUD MUTAL SER, sus 

representantes legales, o quien haga sus veces al momento de recibir la 

notificación. Por flagrante violación a mis derechos fundamentales como 

son: LA VIDA, DIGNIDAD HUMANA, LA SALUD,SEGURIDAD SOCIAL, entre otros 

con base en los siguientes Hechos: 

 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

 

PRIMERO:  La menor LEANA SOFIA PEREZ DONADO, se encuentra afiliada en 

salud a la EMPRESA PROMOTORA DE SALUD MUTAL SER, por lo que le 

corresponde a esta entidad la prestación de los servicios médicos, la 

autorización y suministro de todo procedimiento médico, medicamentos, 

exámenes e insumos que le sean ordenados por los médicos tratantes. 

 

SEGUNDO: La menor antes mencionada presenta un diagnóstico de 

progresión interna de pie derecho durante la marcha por torsión tibial 

interna y caídas frecuentes,( DEFORMIDAD EN VALGO NO CLASIFICADA EN 

OTRA PARTE) por lo tanto, esta en tratamiento. 

     

TERCERO:  En virtud del diagnostico antes mencionado su médico tratante 

le ordeno el uso de plantillas ortopédica blandas numero 2, almohadilla 

escafoides,  de 10 MM.   

 

CUARTO:  Su señoría con la actitud asumida por la EMPRESA PROMOTORA DE 

SALUD MUTAL SER,  está violentando mis derechos fundamentales LA SALUD, 

LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un 

ordenamiento médico, por lo cual formulo la siguiente: 



 

PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales 

a la 

SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 

 

SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada 

EMPRESA PROMOTORA DE SALUD MUTAL SER que sin mayores dilaciones y de 

manera inmediata ORDENE, la entrega de las plantillas ortopédica blanda 

almohadilla escafoides, tal y como lo ordeno el médico tratante, todas la 

veces que sea necesario sin tener que acudir nuevamente a la vía de tutela    

 

TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e 

insumos que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se 

encuentren dentro de las recomendaciones de los médicos tratantes, es 

decir se le garantice una atención integral, oportuna digna y de calidad en 

relación con su diagnóstico y sin que para ello sea necesario presentar 

nueva acción de tutela. 

 

DERECHOS VULNERADOS 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física 

como derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho 

fundamental, contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, 

ECONOMICOS Y CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un 

Servicio público a cargo del Estado. Este derecho, puede adquirir el 

carácter de fundamental, cuando según las circunstancias de cada caso, 

su no protección pone en peligros otros derechos fundamentales, como la 

vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. (Las negrillas y subrayados 

son míos para resaltar). 

 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre 

estas T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad 

Social cuando su vulneración amenaza o compromete otros derechos 

fundamentales como la vida, goza de carácter fundamental y es 

susceptible de ser protegido por la vía de la acción de tutela”. (Las negrillas 

y subrayados son míos para resaltar). 

 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, 

es inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra 

toda acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en 



peligro la vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de 

inviolabilidad que es la esencia misma del derecho. 

  

Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es 

su protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por 

consiguiente no admite límites, como si se establece para otros derechos 

fundamentales. 

 

 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el 

ejercicio del resto de los derechos consagrados tanto en la constitución 

como en la ley, o sea la vida misma es el presupuesto indispensable para 

que cualquier sujeto se constituya un titular de derechos y obligaciones. 

 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de 

Solidaridad es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra 

que la seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto 

a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los 

derechos de las personas afiliadas al sistema de seguridad social no pueden 

depender de las contingencias que resulten de los recursos financieros, 

económicos y administrativos de las Empresas encargadas del Sistema de 

seguridad social. 

 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: 

La primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, 

como segunda característica, esun derecho de carácter obligatorio en 

consecuencia el estado es responsable de garantizar que las entidades de 

previsión social pública o particulares están dispuestas en todo momento en 

brindar atención oportuna y eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados 

son míos para resaltar). 

 

Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un 

Estado es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas 

medidas que permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es 

aún más claro si se tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como 

lo han venido repitiendo las jurisprudencias de la Corte, se funda en el 

respeto a la dignidad Humana y tiene como uno de sus fines esenciales 

garantizar la efectividad de los principios y derechos. (Las negrillas y 

subrayados son mias para resaltar). 

 



CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD 

CONFORME A LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL 

ARTÍCULO SEGUNDO DE LA LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 

 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física 

como derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho 

fundamental, contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, 

ECONOMICOS Y CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un 

Servicio público a cargo del Estado. Este derecho, puede adquirir el 

carácter de fundamental, cuando según las circunstancias de cada caso, 

su no protección pone en peligros otros derechos fundamentales, como la 

vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. (Las negrillas y subrayados 

son míos para resaltar). 

 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre 

estas T 499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad 

Social cuando su vulneración amenaza o compromete otros derechos 

fundamentales como la vida, goza de carácter fundamental y es 

susceptible de ser protegido por la vía de la acción de tutela”. (Las negrillas 

y subrayados son míos para resaltar). 

 

Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El 

transporte urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 

De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó 

definida en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de 

remover las barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone 

el sistema, cuando ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. 

Este deber se refuerza en relación con las personas que se encuentran en 

una condición de vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya 

referido. 

 

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas 

de financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden 

convertirse en una barrera infranqueable para obtener un tratamiento 

médico y lograr el más alto nivel de salud posible. Sus deberes de aporte, no 

pueden convertirse en un obstáculo para la consecución de los servicios 

médicos que necesiten para mantener o recuperar el bienestar físico y 

mental, según sea el caso. 

 

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de 

que las personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los 



costos de acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y 

vivir en condiciones de dignidad. 

 

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de 

salud implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la 

condición socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que 

condicionar el acceso a los servicios médicos a la capacidad económica 

para costearlos, reduce las posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda 

la población, en condiciones de igualdad. 

 

De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una 

de las condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que 

puede derivar en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. 

En relación con él, en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este 

Tribunal ha consolidado al respecto. 

 

 

Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su 

familia Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte 

se pueden eliminar las barreras de acceso económico al sistema para 

asegurar el ejercicio del derecho a la salud de la población más vulnerable 

desde el punto de vista socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, 

de la incapacidad económica del paciente y de la de su familia. 

La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo 

que atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 

  

1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe 

probarla[138] por cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para 

acreditarla[139]. 

2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace 

una negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin 

perjuicio de la responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a 

establecer que tal afirmación esfalsa o contraria a la realidad”. 

 

 

3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se 

traslada, de modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 

4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad 

sobre este aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las 

personas en el sistema, con sujeción al principio de solidaridad. 

 

 

5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su 

incapacidad económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el 



debate al respecto. Con su aseveración, la carga de la prueba se traslada 

a la EPS, que por la relación que tiene con el usuario, cuenta con elementos 

suficientes para desvirtuar su aseveración ante el juez de tutela[140]. 

 

 

6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo 

del actor, implica que este señale las necesidades básicas que se ven 

afectadas en su caso para el momento de acudir a la tutela, para que 

pueda ofrecerle al juez constitucional el panorama de la situación; “no 

basta hacer una afirmación llana respecto de la afectación del mínimo 

vital” para que el juez deba tenerla por cierta[141]. 

 

 

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria 

para llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe 

recordar que le corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para 

comprobarla[142] y, en ningún caso, su inactividad probatoria “puede 

conducir a que las afirmaciones del accionante (…) sean tenidas como 

falsas, y se niegue por tal razón, la protección de los derechos 

fundamentales”[143].” 

  

COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los 

hechos y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha 

instaurado otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos 

y contra la misma autoridad que se contrae la presente y ante ninguna 

autoridad judicial (art. 37 del D. 2195/91). 

 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de 

la Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 

y demás normas concordantes. 

PRUEBAS 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor 

Juez se sirva tener como pruebas las siguientes: 

Documentales: 

 

 

 

 



• COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA 

• COPIA DE LA HISTORIA CLINICA  

• COPIA DE LA ORDEN MEDICA  

• COPIA DEL REGISTRO CIVIL DE LA MENOR LEANI SOFIA PEREZ DONADO 

 

NOTIFICACIONES 

 

  

ACCIONANTE: Barrio Villas de Aranjuez manzana 1 F Lote 82 tel. 3158855031, 

email: dulisdonado@hotmail.com. 

 

ACCIONADO: EPS MUTUAL SER: Recibe notificaciones en el barrio Ronda Real 

  

 

Del señor Juez, 

 

 

 

DELIS DONADO BARROSO 

C.C N° 1.143.380.096 de Cartagena 

 

 

 

  

  













Cartagena, 11 de agosto de 2025 

 

 

Señor: 

JUEZ MUNICIPAL DE CARTAGENA -REPARTO. 

E.   S.   D. 

 

 

Ref.: Acción de tutela 

ACCIONANTE: CARLOS MANUEL CAIDEDO BOSSIO    

ENTIDAD TUTELADA: EPS MUTUAL SER   

 

 

CARLOS MANUEL CAIDEDO BOSSIO, identificada con cedula de ciudadanía 

73098408 de Cartagena  – Bolívar, de la manera más atenta y respetuosa 

comedidamente mediante el presente escrito me dirijo a usted, con el fin de 

instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra EPS MUTUAL SER  y FARMACIA 

FAMISANAR, su representante legal, o quien haga sus veces al momento de 

recibir la notificación por flagrante violación a mis derechos fundamentales 

como son la VIDA EN CONEXIDAD CON LA SALUD, LA SEGURIDAD SOCIAL, LA 

IGUALDAD, INTEGRIDAD FISICA, entre otros, con fundamento en lo siguiente: 

 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

 

PRIMERO:  Me encuentro afiliado en salud en régimen subsidiado en EPS 

MUTUAL SER, por lo que le corresponde a esta entidad la prestación de los 

servicios médicos, la autorización y suministro de todo procedimiento 

médico, medicamentos, exámenes e insumos que me son ordenados por los 

médicos tratantes.  

 

SEGUNDO: Como lo demuestra la historia clínica soy paciente de alto riesgo 

cardiovascular diagnosticado por REVASCULARIZACION MOCARDICA, 2017, 

CARDIOPATIA IZQUEMICA CRÓNICA ESTABLE DISLIPIMEDEMATTO, OPERADO DE 

CORAZÓN ABIERTO.   

 

TERCERO: Por el diagnostico que vengo presentando mi médico tratante me 

ordeno después de la operación de corazón abierto en el año 2017, la 

AMPOLLA EVULOCUMAB SOLUCION INYECTABLKE DE 1.40.MG, EN CANTIDAD 

DE 4 INYECCIONES, que se debe aplicar una ampolla  cada 14 dias por 60 

dias, la cual no me la entregan desde el  20 de febrero del 2024,  y me dicen 

en la FARMACIA  FAMISAR,  que no la hay, que espere que ellos me llaman  

y me dieron un número telefónico 34433632, para que llame  para que la 

autorización y nada que la entregan     

 



CUARTO: Señor Juez, teniendo en cuenta lo mencionado anteriormente, da 

cuenta que   han vulnerado mis derechos fundamentales y a su vez 

colocando en riesgo mi vida, por lo que le solicito señor juez las siguientes 

PETICIONES 

 

Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la SALUD, 

la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL. 

 

Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada EPS MUTUAL SER  

y FARMACIA FAMISANAR, la entrega inmediata sin más dilaciones del 

medicamento  AMPOLLA EVULOCUMAB SOLICION INYECTABLKE DE 1.40.MG, 

EN CANTIDAD DE 4 INYECCIONES, tal como lo ordena el médico tratante y 

cada vez que este lo ordene, así como el suministro de todo tratamiento, 

procedimiento, exámenes, medicamentos e insumos que requiera en razón 

de la enfermedad que padece y que se encuentren dentro de las 

recomendaciones de los médicos tratantes, es decir, se le garantice una 

atención integral, oportuna y de calidad y sin que para ello sea necesario 

presentar nueva acción de tutela. 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física 

como derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho 

fundamental, contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, 

ECONOMICOS Y CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un 

Servicio público a cargo del Estado. Este derecho, puede adquirir el 

carácter de fundamental, cuando según las circunstancias de cada caso, 

su no protección pone en peligros otros derechos fundamentales, como la 

vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. (Las negrillas y subrayados 

son míos para resaltar). 

  

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre 

estas T 499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad 

Social cuando su vulneración amenaza o compromete otros derechos 

fundamentales como la vida, goza de carácter fundamental y es 

susceptible de ser protegido por la vía de la acción de tutela”. (Las negrillas 

y subrayados son míos para resaltar). 

 

 

 

 



DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, 

es inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra 

toda acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en 

peligro la vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de 

inviolabilidad que es la esencia misma del derecho. 

Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es 

su protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por 

consiguiente no admite límites, como si se establece para otros derechos 

fundamentales. 

 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el 

ejercicio del resto de los derechos consagrados tanto en la constitución 

como en la ley, o sea la vida misma es el presupuesto indispensable para 

que cualquier sujeto se constituya un titular de derechos y obligaciones. 

 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de 

Solidaridad es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra 

que la seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto 

a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los 

derechos de las personas afiliadas al sistema de seguridad social, no pueden 

depender de las contingencias que resulten de los recursos financieros, 

económicos y administrativos de las Empresas encargadas del Sistema de 

seguridad social.  

 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: 

La primera debe ser permanente  por lo cual no es admisible su interrupción, 

como segunda característica, es un derecho de carácter obligatorio en 

consecuencia el estado es responsable de garantizar que las entidades de 

previsión social pública o particulares están dispuestas en todo momento en 

brindar atención oportuna y eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados 

son míos para resaltar). 

 

DERECHO A LA VIDA DIGNA. 

  

Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un 

Estado es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas 

medidas que permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es 

aún más claro si se tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como 



lo han venido repitiendo las jurisprudencias de la Corte, se funda en el 

respeto a la dignidad  

 

humana y tiene como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad 

de los principios y derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para 

resaltar). 

 

Así mismo en SENTENCIA T-645 de 1998, señaló la Honorable Corte 

Constitucional que: "Esta Corte ha sostenido que la vida humana está 

consagrada en el preámbulo de la Carta de 1991, como un valor superior 

que debe asegurar la organización política, pues las autoridades públicas, 

aún más las de carácter de seguridad social, están instituidas para 

protegerla integralmente y para garantizar el derecho Constitucional 

fundamental a la integridad física y mental (...)” 

 

COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los 

hechos y por el lugar donde ocurrieron. 

 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que ha 

instaurado otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos 

y contra la misma autoridad a que se contrae la presente y ante ninguna 

autoridad judicial (art. 37 del D. 2195/91).  

 

FUNDAMENTOS LEGALES 

 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de 

la Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 

y demás normas concordantes. 

 

PRUEBAS 

 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor 

Juez se sirva tener como pruebas las siguientes: 

 

 

 

 

 

 

 



Documentales: 

 

• Copia de la cedula de ciudadanía 

• Copia historia clínica. 

• Copia de la orden del medicamento. 

 

ANEXOS 

 

Anexo a la presente tutela los documentos relacionados en el acápite de 

pruebas y copias de cedula de ciudadanía, Copia historia clínica y copias 

pendientes. 

NOTIFICACIONES 

 

El recibo en la ciudad de Cartagena en el barrio parque Heredia, conjunto 

Salamandra apartamento 103 torre 6 Teléfono: 3146763205 Email: 

nacirysbeltran@gmail.com. 

  

 

 

Atentamente  

 

 

 

 

 CARLOS MANUEL CAICEDO BOSSIO 

 CC. No. 73.098.408 de Cartagena   

mailto:nacirysbeltran@gmail.com












Cartagena 11 de agosto del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante:    ROSMIRA MARIA PARDO DE SIMANCA  
Accionado;  NUEVA EPS     
 

ROSMIRA MARIA PARDO DE SIMANCA,  mayor de edad, vecina y residente en esta 

ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 

manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho,  actuando  en mi propio 

nombre y representación ,  con el fin de instaurar ACCIÓN DE TUTELA CONTRA LA 

EMPRESA PROMOTORA DE SALUD COOSALUD EPS NUEVA EPS Y LA FARMACIA CAFAN, 
sus representantes legales, o quien haga sus veces al momento de recibir la 

notificación. Por flagrante violación a sus derechos fundamentales como son la 

VIDA en conexidad con LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, 

INTEGRIDAD FISICA, entre otros, con fundamento en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

PRIMERO:  Soy una paciente 73 años y me encuentra afiliada en salud a la NUEVA 

EPS ,  en el régimen contributivo, por lo que le corresponde a esta entidad la prestación 

de los servicios médicos, la autorización y suministro de todo procedimiento 

médico, medicamentos, exámenes e insumos que le sean ordenados por los 

médicos tratantes. 

SEGUNDO: Me encuentra diagnosticada con graves problemas cardiacos y otras 

enfermedades como osteoporosis, hipertensión arterial, cardiopatía isquémica, 

discopatía lumbar, lo cual se demuestra con la historia clínica y debido al 

diagnóstico que vengo presentando mi médico tratante el día 10 de julio del 2025  

me ordeno dos estudios consistentes en  ECOCARDIOGRAMA TRANSTORAXICO Y 

MONITERO AMBULATORIO DE PRESION ARTERIAL SISTEMICA, los cuales no me he 

podido realizar, porque siempre me dicen que no hay agenda que no hay contrato 

que tengo que esperar, y como se puede apreciar en la historia clínica mi 

diagnostico es de mucho cuidado porque estoy en riesgo de sufrir infarto.    

 

 

 



TERCERO: Así mimo mi médico tratante me ordeno varios medicamentos los cuales 
desde el año pasado no me los entregan porque nunca hay y son los siguientes:  
 
ACETAMINOFEN +CODEINA 500 MG  
CALCIO CARBONATO VITAMINA D 03 600 MG TABLTA  
 
Estos medicamentos se encuentran pendiente por entregar y nunca los entregan 
siempre me dicen que no los hay, que ellos me los envían a casa y nada, y mientras mi 
señora madre por la edad y el diagnostico que padece cada día su salud se empeora 
mas y nosotros somos personas de escasos recursos que no tenemos dinero para 
comprar tanto medicamento.   
 
CUARTO: Su señoría con la actitud asumida por la NUEVA EPS y LA FARMACIA 

CAFAN, considero que se están violentando mi8s derechos fundamentales LA 

SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un 

ordenamiento médico, por lo cual formulo la siguiente: 

PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 

SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 

SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada NUEVA EPS y 

LA FARMACIA CAFAN,  que sin mayores dilaciones y de manera inmediata ordene 

la realización del ECOCARDIOGRAMA TRANSTORAXICO Y MONITERO AMBULATORIO 

DE PRESION ARTERIAL SISTEMICA y de los medicamentos ACETAMINOFEN 
+CODEINA 500 MG, CALCIO CARBONATO VITAMINA D 03 600 MG TABLTA, . 
tal y como lo ordeno el médico tratante y todas las veces que sea necesario sin 

que haya necesidad de presentar nueva acción de tutela, es de anotar que ese 

grupo de medicamentos los manda el medico por tres meses. 
 

TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos 

que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro 

de las recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una 

atención integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin 

que para ello sea necesario presentar nueva acción de tutela. 

DERECHOS VULNERADOS 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 



según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas ys subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas 

T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 

inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda 

acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la 

vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad 

que es la esencia misma del derecho. 

Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 

protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente no 

admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del 

resto delos derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la 

vida misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se constituya 

un titular de derechos y obligaciones. 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de Solidaridad 

es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que la seguridad 

social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las personas 

afiliadas al sistema de seguridad social no pueden depender de las contingencias 

que resulten de los recursos financieros, económicos y administrativos de las 

Empresas encargadas del Sistema de seguridad social. 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La 

primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como 

segunda característica, esun derecho de carácter obligatorio en consecuencia el 

estado es responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública 

o particulares están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y 

eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 



Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado 

es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que 

permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se 

tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo 

las jurisprudencias de la Corte, se funda en el respeto a la dignidad 

Humana y tiene como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad de los 

principios y derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para resaltar).  

CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD CONFORME A 

LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO SEGUNDO DE LA 

LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 

499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

  



Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 

urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 

De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó 

definida en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover 

las barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, 

cuando ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se 

refuerza en relación con las personas que se encuentran en una condición de 

vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya referido. 

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 

financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 

barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto 

nivel de salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un 

obstáculo para la consecución de los servicios médicos que necesiten para 

mantener o recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 

personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de 

acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en 

condiciones de dignidad. 

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 

implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 

socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a 

los servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las 

posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de 

igualdad. 

De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 

condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar 

en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, 

en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al 

respecto. 

Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia 

Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del 

derecho a la salud de la población más vulnerable desde el punto de vista 

socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la incapacidad económica 

del paciente y de la de su familia. 

La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que 

atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 



1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 

cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 

2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 

negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal 

afirmación esfalsa o contraria a la realidad”. 

 

3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, 

de modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 

4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre 

este aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el 

sistema, con sujeción al principio de solidaridad. 

 

5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 

económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. 

Con su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación 

que tiene con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su 

aseveración ante el juez de tutela[140]. 

 

6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del 

actor, implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su 

caso para el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez 

constitucional el panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana 

respecto de la afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por 

cierta[141]. 

 

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para 

llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que 

le corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, 

en ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones 

del accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la 

protección de los derechos fundamentales”[143].” 

 

 

 



COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos 

y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado 

otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 

autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del 

D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 

normas concordantes. 

PRUEBAS 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se 

sirva tener como pruebas las siguientes: 

Documentales: 

✓ COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA   

✓ COPIA DE LA FORMULA MEDICA  

✓ COPIA DE LA HISTORIA CLINICA  

 

NOTIFICACIONES 

Accionante: recibo notificaciones en el barrio Zaragocilla Calle 7 de agosto carrera 

53 A No 24-123 Teléfono 3114224811 Correo electrónico: 

javitalpe2009@hotmail.com /  dhpersoneriacartagena@gmail.com 

Accionada: NUEVA EPS : Barrio Pie de la Popa  

 

Atentamente. 

 
 
 
ROSMIRA MARIA PARDO DE SIMANCA  

CC 33.147.195 de Plato Magdalena. 
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Cartagena 23 de julio del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante: DORALBA DE LAS MERCEDEZ   CARDENAS EALO  
Accionado;  NUEVA EPS    
 

DORALBA DE LAS MERCEDEZ CORENA  EALO , mayor de edad, vecina y residente en 

esta ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 

manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho,  actuando en mi propio 

nombre y representación con el fin de instaurar ACCIÓN DE TUTELA CONTRA LA 

EMPRESA PROMOTORA DE SALUD NUEVA EPS y LA FARMACIA CAFAN, su 

representante legal, o quien haga sus veces al momento de recibir la notificación. 

Por flagrante violación a sus derechos fundamentales como son la VIDA en 

conexidad con LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD FISICA, 

entre otros, con fundamento en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

PRIMERO: me encuentro afiliada en salud a la NUEVA EPS, por lo que le corresponde 

a esta entidad la prestación de los servicios médicos, la autorización y suministro de 

todo procedimiento médico, medicamentos, exámenes e insumos que le sean 

ordenados por los médicos tratantes. 

SEGUNDO soy una paciente 71 años diagnosticada con hipertensión arterial y 

insuficiencia cardiaca   y otras afecciones que afectan mi salud y debido al 

diagnóstico mi médico tratante ordeno el medicamento IMIPRAMINA 

CLOROHIDRATO 25 MG,  LEVOAMLODIPINO2.5 MG, ROSUVASTATINA CRESTOR 40 MG 

TABLETA,  PREGABALINA DE 50MG,  TEMISARTAN DE 80 MG  30 TABLETAS, 

CLORTALIDONA 12. MG, 30 TABLETAS, MEBIVOLOL 2.5 MG,ASPIZABAN 5 MG 60 

TABLETA Y ACETAMINOFEN NAPROCENO DE 25MG, los cuales en la farmacia CAFAN 

no se lo quieren entregar y me dan un pendiente y dicen que no hay 

medicamentos y la NUEVA EPS, tampoco hace lo necesario para que la farmacia 

entregue el medicamento y mientras tanto con la edad que tiene mi madre su 

salud se deteriora cada más.  

  

 

 



TERCERO: Su señoría con la actitud asumida por la NUEVA EPS, considero que se 

están violentando mi8s derechos fundamentales LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, 

LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un ordenamiento médico, por lo cual 

formulo la siguiente: 

PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 

SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 

SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada NUEVA EPS Y 

FARMACIA CAFAN, que sin mayores dilaciones y de manera inmediata haga 

entrega del medicamento IMIPRAMINA CLOROHIDRATO 25 MG,  

LEVOAMLODIPINO2.5 MG, ROSUVASTATINA CRESTOR 40 MG TABLETA,  PREGABALINA 

DE 50MG,  TEMISARTAN DE 80 MG  30 TABLETAS, CLORTALIDONA 12. MG, 30 TABLETAS, 

MEBIVOLOL 2.5 MG,ASPIZABAN 5 MG 60 TABLETA Y ACETAMINOFEN NAPROCENO DE 

25MG    tal y como lo ordeno el médico tratante y todas las veces que sea necesario 

sin que haya necesidad de presentar nueva acción de tutela    . 

TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos 

que requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro 

de las recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una 

atención integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin 

que para ello sea necesario presentar nueva acción de tutela. 

DERECHOS VULNERADOS 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas ys subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas 

T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

 



 

 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 

inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda 

acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la 

vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad 

que es la esencia misma del derecho. 

Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 

protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente no 

admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del 

resto delos derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la 

vida misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se constituya 

un titular de derechos y obligaciones. 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de Solidaridad 

es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que la seguridad 

social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las personas 

afiliadas al sistema de seguridad social no pueden depender de las contingencias 

que resulten de los recursos financieros, económicos y administrativos de las 

Empresas encargadas del Sistema de seguridad social. 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La 

primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como 

segunda característica, esun derecho de carácter obligatorio en consecuencia el 

estado es responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública 

o particulares están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y 

eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado 

es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que 

permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se 

tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo 

las jurisprudencias de la Corte, se funda en el respeto a la dignidad 



Humana y tiene como uno de sus fines esenciales garantizar la efectividad de los 

principios y derechos. (Las negrillas y subrayados son Dios para resaltar).  

CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD CONFORME A 

LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO SEGUNDO DE LA 

LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 

derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 

contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 

CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo 

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando 

según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros 

derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal 

vital. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 

499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando 

su vulneración amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la 

vida, goza de carácter fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de 

la acción de tutela”. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

  



Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 

urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 

De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó 

definida en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover 

las barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, 

cuando ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se 

refuerza en relación con las personas que se encuentran en una condición de 

vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya referido. 

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 

financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 

barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto 

nivel de salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un 

obstáculo para la consecución de los servicios médicos que necesiten para 

mantener o recuperar el bienestar físico y mental, según sea el caso. 

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 

personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de 

acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en 

condiciones de dignidad. 

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 

implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 

socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a 

los servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las 

posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de 

igualdad. 

De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 

condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar 

en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, 

en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al 

respecto. 

Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia 

Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del 

derecho a la salud de la población más vulnerable desde el punto de vista 

socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la incapacidad económica 

del paciente y de la de su familia. 

La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que 

atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 



1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 

cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 

2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 

negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal 

afirmación esfalsa o contraria a la realidad”. 

 

3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, 

de modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 

4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre 

este aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el 

sistema, con sujeción al principio de solidaridad. 

 

5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 

económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. 

Con su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación 

que tiene con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su 

aseveración ante el juez de tutela[140]. 

 

6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del 

actor, implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su 

caso para el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez 

constitucional el panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana 

respecto de la afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por 

cierta[141]. 

 

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para 

llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que 

le corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, 

en ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones 

del accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la 

protección de los derechos fundamentales”[143].” 

 

 

 



COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos 

y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado 

otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 

autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del 

D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 

normas concordantes. 

PRUEBAS 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se 

sirva tener como pruebas las siguientes: 

Documentales: 

✓ COPIA DE LOS PENDIENTE 

✓ COPIA DE LA FORMULA MEDICA 

✓   

NOTIFICACIONES 

Accionante: recibo notificaciones en el barrio Paseo de Bolívar Urb la Española 

Manzana M Lote 11 Teléfono 3006094729 Correo electrónico fcwalter@gmail.com 

dhpersoneriacartagena@gmail.com 

 

Accionada: Barrio Pe de la Popa . 

Atentamente. 

 
 
 
DORALBA DE LAS MERCEDEZ CORENA EALO 
CC 37.917.348 Barranca Bermeja Santander  
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Cartagena 4de agosto del 2025. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 
 E- S.D. 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante: NUBIA DEL CARMEN RUBIO FLOREZ  
Accionado; EPS SURA  
 
NUBIA DEL CARMEN RUBIO FLOREZ, identificada con CC. 45448601, actuando n 
propio nombre y representación identificada con la cedula de ciudadanía N0 
45.448.601 expedida en la ciudad de Cartagena , instauro acción de tutela contra la 
EPS  SURA, o sus representantes legales, o quien haga sus veces al momento de recibir 
la notificación. Por flagrante violación a mis derechos fundamentales como son: LA 
VIDA, DIGNIDAD HUMANA, LA SALUD,SEGURIDAD SOCIAL, entre otros con base en 
los siguientes Hechos: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 
 

PRIMERO:  Me encuentro afiliada en salud a la EPS  SURA,  por lo que le corresponde 
a esta entidad la prestación de los servicios médicos, la autorización y suministro de 
todo procedimiento médico, medicamentos, exámenes e insumos que le sean 
ordenados por los médicos tratantes. 
 
SEGUNDO soy una paciente 62 años diagnosticada con dolor en el manguito rotador, 
cuadro de dolor y edema en el codo y el tercer dedo en gatillo derecho cervicalgia o 
malgia bilateral con limitación y manejo analgésico y M751 SINDROME DEL MANGITO 
ROTATORIO,  por lo cual mi médico tratante el día 27 de junio me ordeno RESONANCIA 
MAGNÉTICA DE HOMBRO SIMPLE, RESONANCIA MAGNÉTICA DE CODO SIMPLE, 
RESONANCIA MAGNÉTICA DE MANO SIMPLE.  
 
TERCERO:  la EPS SURA,  no me ha ordenado   la resonancia,  porque según ellos debo 
esperar hasta el 24 de septiembre para conseguir el prestador y yo no puedo esperar 
hasta esa fecha, porque tengo mucho dolor y el dedo lo tengo engatillado que no lo 
puedo mover.    
 
CUARTO: Su señoría con la actitud asumida por la EPS SURA,  considero que se están 
violentando mis derechos fundamentales LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA 
IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un ordenamiento médico, por lo cual 
formulo la siguiente: 
 
 
  



PETICIONES 
PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales a la 
SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 
 
SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada EPS  SURA, que 
sin mayores dilaciones y de manera inmediata ORDENE LA REALIZACION DE LA 
RESONANCIA MAGNÉTICA DE HOMBRO SIMPLE, RESONANCIA MAGNÉTICA DE 
CODO SIMPLE, RESONANCIA MAGNÉTICA DE MANO SIMPLE, tal y como lo ordeno 
el médico tratante y todas las veces que sea necesario sin que haya necesidad de 
presentar nueva acción de tutela . 
 
TERCERO: Se ordené el suministro de todo tratamiento, medicamentos e insumos que 
requiera debido a la enfermedad que padezco y que se encuentren dentro de las 
recomendaciones de los médicos tratantes, es decir se le garantice una atención 
integral, oportuna digna y de calidad en relación con su diagnóstico y sin que para ello 
sea necesario presentar nueva acción de tutela. 
 

DERECHOS VULNERADOS 
La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 
derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 
Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 
contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 
CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo del 
Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando según las 
circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros derechos 
fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. (Las negrillas 
y subrayados son míos para resaltar). 
 
En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución Política de 
Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T499, DE FECHA 
AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando su vulneración 
amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la vida, goza de carácter 
fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de la acción de tutela”. (Las 
negrillas y subrayados son míos para resaltar). 
 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 
 
En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, es 
inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra toda acción u 
omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en peligro la vida de un ser 
humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad que es la esencia 
misma del derecho. 
  



Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es su 
protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por consiguiente no 
admite límites, como si se establece para otros derechos fundamentales. 
 
 
Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el ejercicio del resto 
de los derechos consagrados tanto en la constitución como en la ley, o sea la vida 
misma es el presupuesto indispensable para que cualquier sujeto se constituya un 
titular de derechos y obligaciones. 
 
EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 
 
En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de Solidaridad es 
directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra que la seguridad social 
es un servicio público de carácter obligatorio sujeto a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad. Más aún, los derechos de las personas afiliadas al sistema 
de seguridad social no pueden depender de las contingencias que resulten de los 
recursos financieros, económicos y administrativos de las Empresas encargadas del 
Sistema de seguridad social. 
 
La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 
naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: La primera 
debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, como segunda 
característica, esun derecho de carácter obligatorio en consecuencia el estado es 
responsable de garantizar que las entidades de previsión social pública o particulares 
están dispuestas en todo momento en brindar atención oportuna y eficaz a sus 
usuarios. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 
 
Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un Estado es 
proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas medidas que permitan a 
los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es aún más claro si se tiene en cuenta 
que el Estado Social de Derecho, como lo han venido repitiendo las jurisprudencias de 
la Corte, se funda en el respeto a la dignidad Humana y tiene como uno de sus fines 
esenciales garantizar la efectividad de los principios y derechos. (Las negrillas y 
subrayados son mias para resaltar). 
 
CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD CONFORME A 
LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO SEGUNDO DE 
LA LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 
 
La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física como 
derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 
 



Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho fundamental, 
contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y 
CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un Servicio público a cargo del 
Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, cuando según las 
circunstancias de cada caso, su no protección pone en peligros otros derechos 
fundamentales, como la vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. (Las negrillas 
y subrayados son míos para resaltar). 
 
En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución Política de 
Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre estas T 499, DE FECHA 
AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad Social cuando su vulneración 
amenaza o compromete otros derechos fundamentales como la vida, goza de carácter 
fundamental y es susceptible de ser protegido por la vía de la acción de tutela”. (Las 
negrillas y subrayados son míos para resaltar). 
 
Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El transporte 
urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 
De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó definida en 
el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de remover las barreras de 
acceso a los servicios médicos de los que dispone el sistema, cuando ello es 
indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. Este deber se refuerza en relación 
con las personas que se encuentran en una condición de vulnerabilidad, en virtud del 
principio de solidaridad ya referido. 
 
En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de 
financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una 
barrera infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto nivel de 
salud posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un obstáculo para la 
consecución de los servicios médicos que necesiten para mantener o recuperar el 
bienestar físico y mental, según sea el caso. 
 
Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de que las 
personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los costos de acceso 
al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y vivir en condiciones de 
dignidad. 
 
Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de salud 
implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la condición 
socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que condicionar el acceso a los 
servicios médicos a la capacidad económica para costearlos, reduce las posibilidades 
de acceso efectivo a ellos de toda la población, en condiciones de igualdad. 
 
De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una de las 
condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que puede derivar en 



una barrera económica: se trata del servicio de transporte. En relación con él, en lo que 
sigue, se destacarán las subreglas que este Tribunal ha consolidado al respecto. 
 
 
Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia Como 
queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte se pueden eliminar las 
barreras de acceso económico al sistema para asegurar el ejercicio del derecho a la 
salud de la población más vulnerable desde el punto de vista socioeconómico. Tal 
suministro depende, en parte, de la incapacidad económica del paciente y de la de su 
familia. 
La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo que atañe a 
la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 
  
1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe probarla[138] por 
cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para acreditarla[139]. 
2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace una 
negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin perjuicio de la 
responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que tal afirmación 
esfalsa o contraria a la realidad”. 
 
 
3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se traslada, de 
modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 
4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad sobre este 
aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las personas en el sistema, con 
sujeción al principio de solidaridad. 
 
 
5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su incapacidad 
económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el debate al respecto. Con 
su aseveración, la carga de la prueba se traslada a la EPS, que por la relación que tiene 
con el usuario, cuenta con elementos suficientes para desvirtuar su aseveración ante 
el juez de tutela[140]. 
 
 
6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo del actor, 
implica que este señale las necesidades básicas que se ven afectadas en su caso para 
el momento de acudir a la tutela, para que pueda ofrecerle al juez constitucional el 
panorama de la situación; “no basta hacer una afirmación llana respecto de la 
afectación del mínimo vital” para que el juez deba tenerla por cierta[141]. 
 
 
Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria para llevar al 
juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe recordar que le 



corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para comprobarla[142] y, en 
ningún caso, su inactividad probatoria “puede conducir a que las afirmaciones del 
accionante (…) sean tenidas como falsas, y se niegue por tal razón, la protección de los 
derechos fundamentales”[143].” 
  

COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 
 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los hechos y 
por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 
 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha instaurado otra 
acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos y contra la misma 
autoridad que se contrae la presente y ante ninguna autoridad judicial (art. 37 del D. 
2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 
Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de la 
Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 
normas concordantes. 

PRUEBAS 
Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor Juez se sirva 
tener como pruebas las siguientes: 
Documentales: 
 

• COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA 
• COPIA DE LA FORMULA MEDICA 
• COPIA DEL PENDIENTES 
• COPIA DE LA HISTORIA CLINICA 

 
NOTIFICACIONES 

 
Accionante: recibo notificaciones en el barrio  Lo amador Calle Ricaurte  No 20 B 24, 
Teléfono 3008147643 Correo electrónico   nubiarubioflorez@gmail.com 
dhpersoneriacartagena@gmail.com 
 
Accionada:  EPS SURA, recibe notificaciones en el barrio Pie de la popa  
  
 
 
NUBIA DEL CARMEN RUBIO FLOREZ 
C.C N° 45.448.601 de Cartagena. 
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Cartagena 23 de julio del 2025. 

 

Señor: 

JUEZ DE TUTELA -REPARTO. 

 E- S.D. 

 

ACCION DE TUTELA 

Accionante:  ANGELICA MARTINEZ JACKSOM 

Accionado;  MUTUAL SER EPS 
 

ANGELICA MARTINEZ JACKSOM, mayor de edad, vecina y residente en esta 

ciudad, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de la 

manera más atenta y respetuosa Acudo a su despacho, actuando como agente 

oficioso de mi señora madre  GERTRUDYS MARIA JACKSOM DE MARTINEZ, quien se 

identifica con el 33.118.531 representación con el fin de instaurar ACCIÓN DE TUTELA 

CONTRA LA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD  MUTUAL SER y la IPS CUIDADOS 

SEGUROS EN CASA, su representante legal, o quien haga sus veces al momento de 

recibir la notificación. Por flagrante violación a sus derechos fundamentales como 

son la VIDA en conexidad con LA SALUD, LA SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, 

INTEGRIDAD FISICA, entre otros, con fundamento en lo siguiente: 

FUNDAMENTOS DE HECHOS 

PRIMERO: Mi madre la señora MARIA JACKSOM DE MARTINEZ, se encuentra afiliada 

en salud a la EPS MUTUAL SER , por lo que le corresponde a esta entidad la 

prestación de los servicios médicos, la autorización y suministro de todo 

procedimiento médico, medicamentos, exámenes e insumos que le sean 

ordenados por los médicos tratantes. 

SEGUNDO.   Así mismo es una paciente de 80 años   diagnosticada con hipertensión 

arterial,  ENFERMEDAD DE ALZAIMER, INCONTINENCIA URINARIA Y PREBISCUSIA , la 

cual ha sido hospitalizado tres meses consecutivo por problemas de neumonía y 

renales, totalmente dependiente.   

TERCERO: Por esta razón mediante derecho de petición me dirijo a la IPES 

CUIDADDOS SEGUROS EN CASA, solicitando una enfermera cuidadora, teniendo en 

cuenta que tengo que estar cargando para bañarla,  por eso requiero de un apoyo 

ya sea de una enfermera , para la atención de mi señora madre.   

 

 



 

CUARTO:  El día 21 de mayo del 2023, recibí respuesta negando la solicitud , en la 

que manifestaron lo siguiente: 

 “Se trata de una paciente de 78 años de edad para la que solicitan ingresos en 

nuestro programa de atención médica domiciliaria por el contexto de paciente 

crónico por limitación funcional a la marcha que realiza con apoyo humano 

también déficit cognitivo como secuela de enfermedad Alzheimer con alto riesgo 

cardiovascular por comorbilidades de base hipertensión arterial como enfermedad 

renal crónica con adecuado apoyo familiar manifiesta realizar apoyo para el 

cuidado de su madre aplicó escalas y encuentro algo de riesgo de caída alto 

grado de dependencia de úlceras asociadas  a la dependencia por BRADEM, que 

la paciente necesita es un cuidador idóneo  mas no una enfermera” 

QUINTO: Su señoría con la actitud asumida por la EPS MUTRUAL SER , considero que 

se están violentando mis derechos fundamentales LA SALUD, LA 

SEGURIDADSOCIAL, LA IGUALDAD, INTEGRIDAD, a pesar de existir un ordenamiento 

médico, por lo cual formulo la siguiente: 

PETICIONES 

PRIMERO: Solicito, señor juez que se me tutelen los derechos fundamentales 

a la 

SALUD, la VIDA DIGNA, LA SEGURIDAD SOCIAL, entre otros. 

 

SEGUNDO: Solicito, señor Juez que se ordene a la entidad accionada EPS 

MUTUAL SER que a la mayor brevedad posible o de forma inmediata,  

suministra una enfermera para el cuidado en caso de mi señora madre o en 

su defecto un cuidador especializado las 24 horas, por su condicion y estado 

de demencia senil. 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física 

como derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho 

fundamental, contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, 

ECONOMICOS Y CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un 

Servicio público a cargo del Estado. Este derecho, puede adquirir el 

carácter de fundamental, cuando según las circunstancias de cada caso, 

su no protección pone en peligros otros derechos fundamentales, como la 

vida y la dignidad humana y al mínimo legal vital. (Las negrillas y subrayados 

son míos para resaltar). 

 



En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre 

estas T499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad 

Social cuando su vulneración amenaza o compromete otros derechos 

fundamentales como la vida, goza de carácter fundamental y es 

susceptible de ser protegido por la vía de la acción de tutela”. (Las negrillas 

y subrayados son míos para resaltar). 

 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA: 

 

En nuestra Constitución Política, es el primer Derecho fundamental tutelado, 

es inviolable. Esto indica que la Carta Magna protege a las personas contra 

toda acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente pone en 

peligro la vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de 

inviolabilidad que es la esencia misma del derecho. 

  

Esto significa que la vida es un valor ilimitado como correlativamente lo es 

su protección. En otras palabras, la vida es un derecho absoluto y por 

consiguiente no admite límites, como si se establece para otros derechos 

fundamentales. 

Otra característica relevante, es que la vida constituye la base para el 

ejercicio del resto de los derechos consagrados tanto en la constitución 

como en la ley, o sea la vida misma es el presupuesto indispensable para 

que cualquier sujeto se constituya un titular de derechos y obligaciones. 

 

EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

En materia de Seguridad Social, la alusión constitucional al principio de 

Solidaridad es directa y explicita en el art. 48 de la C.P. de C., allí se consagra 

que la seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio sujeto 

a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Más aún, los 

derechos de las personas afiliadas al sistema de seguridad social no pueden 

depender de las contingencias que resulten de los recursos financieros, 

económicos y administrativos de las Empresas encargadas del Sistema de 

seguridad social. 

La Corte Constitucional, en sentencia T406 DE 1993, considera: Que dada la 

naturaleza del servicio Público la seguridad social tiene dos características: 

La primera debe ser permanente por lo cual no es admisible su interrupción, 

como segunda característica, esun derecho de carácter obligatorio en 

consecuencia el estado es responsable de garantizar que las entidades de 

previsión social pública o particulares están dispuestas en todo momento en 

brindar atención oportuna y eficaz a sus usuarios. (Las negrillas y subrayados 

son míos para resaltar). 

 



Las anteriores aseveraciones conducen a afirmar que el primer deber de un 

Estado es proteger la vida de los asociados adoptando todas aquellas 

medidas que permitan a los ciudadanos vivir en condiciones dignas. Esto es 

aún más claro si se tiene en cuenta que el Estado Social de Derecho, como 

lo han venido repitiendo las jurisprudencias de la Corte, se funda en el 

respeto a la dignidad Humana y tiene como uno de sus fines esenciales 

garantizar la efectividad de los principios y derechos. (Las negrillas y 

subrayados son Dios para resaltar). 

 

CARÁCTER FUNDAMENTAL Y AUTÓNOMO DEL DERECHO A LA SALUD 

CONFORME A LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL; ASÍ COMO EN EL 

ARTÍCULO SEGUNDO DE LA LEY ESTATUTARIA EN SALUD (L.1751/2015). 

 

La vida, a la Seguridad Social, a la salud, a la dignidad y a la integridad física 

como derechos fundamentales (tomado de la Sentencia T-1060 de 2002). 

Si bien el derecho a la salud no está consagrado como un derecho 

fundamental, contemplado en el capítulo II (DE LOS DERECHOS SOCIALES, 

ECONOMICOS Y CULTURALES), artículo 49 de la C.P., considerado como un 

Servicio público a cargo 

  

del Estado. Este derecho, puede adquirir el carácter de fundamental, 

cuando según las circunstancias de cada caso, su no protección pone en 

peligros otros derechos fundamentales, como la vida y la dignidad humana 

y al mínimo legal vital. (Las negrillas y subrayados son míos para resaltar). 

En cuanto al derecho de la salud consagrado en el art. 49 de la Constitución 

Política de Colombia, la Corte ha sostenido en reiteradas sentencias, entre 

estas T 499, DE FECHA AGOSTO 21 DE 1992, que: “Al igual que la Seguridad 

Social cuando su vulneración amenaza o compromete otros derechos 

fundamentales como la vida, goza de carácter fundamental y es 

susceptible de ser protegido por la vía de la acción de tutela”. (Las negrillas 

y subrayados son míos para resaltar). 

  

Así mismo en sentencia T-409/19, indica: “Accesibilidad económica. El 

transporte urbano como mecanismo de acceso a los servicios de salud 

De cara a la accesibilidad económica del derecho a la salud, como quedó 

definida en el fundamento jurídico 21.4., el Estado tiene la obligación de 

remover las barreras de acceso a los servicios médicos de los que dispone 

el sistema, cuando ello es indispensable para asegurar el ejercicio de aquel. 

Este deber se refuerza en relación con las personas que se encuentran en 

una condición de vulnerabilidad, en virtud del principio de solidaridad ya 

referido. 

En esa medida, si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas 

de financiación, racionalización y uso del sistema, estas no pueden 

convertirse en una barrera infranqueable para obtener un tratamiento 



médico y lograr el más alto nivel de salud posible. Sus deberes de aporte, no 

pueden convertirse en un obstáculo para la consecución de los servicios 

médicos que necesiten para mantener o recuperar el bienestar físico y 

mental, según sea el caso. 

Admitir lo contrario implicaría, en la práctica, mermar las posibilidades de 

que las personas que no cuentan con recursos suficientes para sufragar los 

costos de acceso al sistema y a sus servicios, puedan tratar sus patologías y 

vivir en condiciones de dignidad. 

 

Para la Corte Constitucional, la accesibilidad económica de los servicios de 

salud implica necesariamente eliminar las barreras que surgen por la 

condición socioeconómica de los usuarios[118]. Ha entendido que 

condicionar el acceso a los servicios médicos a la capacidad económica 

para costearlos, reduce las posibilidades de acceso efectivo a ellos de toda 

la población, en condiciones de igualdad. 

De cara al asunto que se revisa en esta oportunidad, la Sala abordará una 

de las condiciones de acceso a los servicios ofertados por el sistema, que 

puede derivar en una barrera económica: se trata del servicio de transporte. 

En relación con él, en lo que sigue, se destacarán las subreglas que este 

Tribunal ha consolidado al respecto. 

Reglas sobre la prueba de la incapacidad económica del paciente y su 

familia Como queda claro, a través de la provisión del servicio de transporte 

se pueden 

eliminar las barreras de acceso económico al sistema para asegurar el 

ejercicio del derecho a la salud de la población más vulnerable desde el 

punto de vista socioeconómico. Tal suministro depende, en parte, de la 

incapacidad económica del paciente y de la de su familia. 

La Sentencia T-683 de 2003[137] precisó que, en materia probatoria, en lo 

que atañe a la incapacidad económica del usuario y sus parientes: 

  

1. Es aplicable la regla general, según la cual, el actor debe 

probarla[138] por cualquier medio, en razón a que no existe tarifa legal para 

acreditarla[139]. 

2. Cuando este afirma que no dispone de recursos económicos, hace 

una negación indefinida, de la que debe presumirse la buena fe “sin 

perjuicio de la responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a 

establecer que tal afirmación es falsa o contraria a la realidad”. 

 

3. Dicha negación indefinida, implica que la carga de la prueba se 

traslada, de modo que la EPS demandada debe demostrar lo contrario. 

4. En todo caso, le corresponde al juez de tutela establecer la verdad 

sobre este aspecto, para proteger los derechos fundamentales de las 

personas en el sistema, con sujeción al principio de solidaridad. 

 



 

5. En consecuencia, si bien es el actor quien debe probar su 

incapacidad económica, basta su afirmación en ese sentido para abrir el 

debate al respecto. Con su aseveración, la carga de la prueba se traslada 

a la EPS, que por la relación que tiene con el usuario, cuenta con elementos 

suficientes para desvirtuar su aseveración ante el juez de tutela[140]. 

 

6. La afirmación sobre la incapacidad económica que estaría a cargo 

del actor, implica que este señale las necesidades básicas que se ven 

afectadas en su caso para el momento de acudir a la tutela, para que 

pueda ofrecerle al juez constitucional el panorama de la situación; “no 

basta hacer una afirmación llana respecto de la afectación del mínimo 

vital” para que el juez deba tenerla por cierta[141]. 

 

 

Si lo afirmado por la parte accionante no tiene la contundencia necesaria 

para llevar al juez a la certeza sobre su condición socioeconómica, cabe 

recordar que le corresponde al funcionario judicial decretar pruebas para 

comprobarla[142] y, en ningún caso, su inactividad probatoria “puede 

conducir a que las afirmaciones del accionante (…) sean tenidas como 

falsas, y se niegue por tal razón, la protección de los derechos 

fundamentales”[143].” 

 

  

COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD 

Es usted competente, para conocer de esta Acción por la naturaleza de los 

hechos y por el lugar donde ocurrieron. 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento ha manifestado la quejosa que no ha 

instaurado otra acción de Tutela, con fundamento en los hechos y derechos 

y contra la misma autoridad que se contrae la presente y ante ninguna 

autoridad judicial (art. 37 del D. 2195/91). 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Fundamento mi petición en lo dispuesto en los artículos 11, 25, 48,49 y 86 de 

la Constitución Política de Colombia y Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 

y demás normas concordantes. 

PRUEBAS 

Con el fin de establecer la vulnerabilidad de los derechos, solicito al señor 

Juez se sirva tener como pruebas las siguientes: 

Documentales: 

 COPIA DE LA CEDULA DE CIUDADANÍA 

 COPIA DE LA FORMULA MEDICA 

 COPIA DEL PENDIENTES 

 COPIA DE LA HISTORIA CLINICA 



 

NOTIFICACIONES 

 

ACCIONANTE: recibo notificaciones en la ciudadela Parque Heredia 

conjunto residencial malibu 1 Torre 7 apartamento 201    Teléfono 

3242843436 Correo electrónico angiemar69@hotmail.com. 

dhpersoneriacartagena@gmail.com 

 

ACCIONADA: EPS MUTUAL SER, Ronda Real  

 

  

 

 

 ANGELICA MARTINEZ JACKSOM 

CC 45.486.631 de Cartagena 














